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La Constitución Política de la República, 
declara que el Estado de Guatemala está 
“organizado para garantizar a sus habi-
tantes el goce de sus derechos y de sus 
libertades” (art. 140) y la Soberanía “ra-
dica en el pueblo quien la delega, para 
su ejercicio, en los Organismos Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, la subordinación en-
tre los mismos, es prohibida” (art.141). En 
este contexto, la ciudadanía tiene el de-
recho y la responsabilidad de movilizarse 
con el fin de realizar observación, vigilan-
cia, monitoreo, verificación, así como dar 
seguimiento y valoración al cumplimiento 
eficaz, oportuno y eficiente por parte de 
las instituciones del Estado en su deber de 
garantizar derechos y libertades a mujeres 
y hombres que habitan nuestro territorio.

CALDH, en el marco de la implementación del 
programa de prevención de la violencia y el 
delito contra las mujeres, niñez y adolescencia 
en Escuintla, Retalhuleu y Suchitepéquez con el 
apoyo de la Cooperación Española y la Unión 
Europea, desarrolla diversos procesos para el 
fortalecimiento de capacidades a las organi-
zaciones de la sociedad civil que están com-
prometidas con la defensa de los derechos 
humanos y que accionan de diversas maneras 
para construir cotidianamente vidas libres de 
violencias en los tres departamentos. 

En esta línea, se lleva a cabo un diplomado so-
bre auditoría social que culminará en un ejer-
cicio de monitoreo y verificación alrededor del 
funcionamiento del sector justicia en la protec-
ción y gestión efectiva a favor de las mujeres, 
niñez y adolescencia en la Costa Sur. 

Los procesos de auditoría social, en tanto ejer-
cicio de ciudadanía, deben aportar a visibilizar 
aquellos aspectos estructurales del Estado que 
no permiten garantizar derechos ni avanzar 
en la reducción de la impunidad en los delitos 
cometidos contra las mujeres y que, por tanto, 
ellas no pueden contar con mecanismos de 

protección, prevención y actuación efecti-
vos ante las violencias que sufren.   En este 
sentido, es necesario que las organizacio-
nes de la sociedad civil puedan posicio-
narse y realizar ejercicios de auditoría social 
que permitan evidenciar las debilidades de 
los organismos de justicia ante los delitos de 
violencia contra las mujeres, niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes.

Es importante resaltar que en la construcción 
de las leyes e instrumentos internacionales 
siempre fueron precedidos por organizacio-
nes y movimientos sociales que buscaban 
el pleno reconocimiento a los derechos de 
las personas y garantizar el cumplimiento de 
los deberes del Estado, por lo que el ejerci-
cio de auditoría social ha sido una práctica 
para la ampliación de los derechos a nivel 
mundial.

Este documento contiene instrumentos a 
través de los cuales se dan los preceptos 
fundamentales para respaldar  la auditoría 
social, en el marco de las violencias contra 
las mujeres.

PRESENTACIÓN
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CONVENCIÓN INTERAMERICANA 
PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR 

LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) fue el primer tratado 

vinculante en el mundo en reconocer que la violencia contra las mujeres 
constituye una violación sancionable de derechos humanos. 

La Convención de Belém do Pará ha contribuido a crear conciencia sobre la 
gravedad del problema de la violencia contra la mujer y de la responsabilidad 

del Estado de adoptar medidas concretas para prevenirla y erradicarla.
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CONVENCIÓN 
INTERAMERICANA 
PARA PREVENIR, SANCIONAR 
Y ERRADICAR LA VIOLENCIA 
CONTRA LA MUJER 
“CONVENCIÓN DE 
BELÉM DO PARÁ”

(ADOPTADA EN BELÉM DO PARÁ, BRASIL, EL 9 
DE JUNIO DE 1994 EN EL VIGÉSIMO CUARTO 

PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DE LA 
ASAMBLEA GENERAL)

LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE 
CONVENCIÓN,

RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los 
derechos humanos ha sido consagrado en la 
Declaración Americana de los Derechos y De-
beres del Hombre y en la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos y reafirmado en otros 
instrumentos internacionales y regionales;

AFIRMANDO que la violencia contra la mujer 
constituye una violación de los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales y limita total 
o parcialmente a la mujer el reconocimiento, 
goce y ejercicio de tales derechos y libertades;

PREOCUPADOS porque la violencia contra la 
mujer es una ofensa a la dignidad humana y 
una manifestación de las relaciones de poder 
históricamente desiguales entre mujeres y hom-
bres;

RECORDANDO la Declaración sobre la Erradica-
ción de la Violencia contra la Mujer, adoptada 
por la Vigésimo quinta Asamblea de Delega-
das de la Comisión Interamericana de Mujeres, 
y afirmando que la violencia contra la mujer 

transciende todos los sectores de la sociedad 
independientemente de su clase, raza o grupo 
étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educa-
cional, edad o religión y afecta negativamente 
sus propias bases;

CONVENCIDOS de que la eliminación de la vio-
lencia contra la mujer es condición indispen-
sable para su desarrollo individual y social y su 
plena e igualitaria participación en todas las 
esferas de vida, y

CONVENCIDOS de que la adopción de una 
convención para prevenir, sancionar y erradi-
car toda forma de violencia contra la mujer, 
en el ámbito de la Organización de los Estados 
Americanos, constituye una positiva contribu-
ción para proteger los derechos de la mujer y 
eliminar las situaciones de violencia que pue-
dan afectarlas,

HAN CONVENIDO en lo siguiente:

“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”
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CAPÍTULO I
Definición y Ámbito de Aplicación

Derechos Protegidos

Artículo 1

Para los efectos de esta Convención debe 
entenderse por violencia contra la mujer cual-
quier acción o conducta, basada en su gé-
nero, que cause muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en 
el ámbito público como en el privado.

Artículo 2

Se entenderá que violencia contra la mujer in-
cluye la violencia física, sexual y psicológica:

a)	 que tenga lugar dentro de la familia o 
unidad doméstica o en cualquier otra 
relación interpersonal, ya sea que el 
agresor comparta o haya comparti-
do el mismo domicilio que la mujer, y 
que comprende, entre 
otros, violación, maltrato y 
abuso sexual;

b)	 que tenga lugar en la comu-
nidad y sea perpetrada por 

CAPÍTULO II

Artículo 3

Toda mujer tiene derecho a una vida libre de 
violencia, tanto en el ámbito público como 
en el privado.

Artículo 4

Toda mujer tiene derecho al reconocimien-
to, goce, ejercicio y protección de todos los 
derechos humanos y a las libertades consa-
gradas por los instrumentos regionales e in-
ternacionales sobre derechos humanos. Estos 
derechos comprenden, entre otros:

a)	 el derecho a que se respete su vida;

b)	 el derecho a que se respete su integri-
dad física, psíquica y moral;

c)	 el derecho a la libertad y a la seguri-
dad personales;

cualquier persona y que comprende, 
entre otros, violación, abuso sexual, tor-
tura, trata de personas, prostitución for-
zada, secuestro y acoso sexual en el lu-
gar de trabajo, así como en instituciones 
educativas, establecimientos de salud o 
cualquier otro lugar, y

c)	 que sea perpetrada o tolerada por el 
Estado o sus agentes, dondequiera que 
ocurra.

12COMPENDIO DE INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS



d)	 el derecho a no ser sometida a torturas;

e)	 el derecho a que se respete la dignidad 
inherente a su persona y que se proteja a 
su familia;

f)	 el derecho a igualdad de protección 
ante la ley y de la ley;

g)	 el derecho a un recurso sencillo y rápido 
ante los tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus de-
rechos;

h)	 el derecho a libertad de asociación;

i)	 el derecho a la libertad de profesar la re-
ligión y las creencias propias dentro de la 
ley, y

j)	 el derecho a tener igualdad de acceso a 
las funciones públicas de su país y a parti-
cipar en los asuntos públicos, incluyendo 
la toma de decisiones.

Artículo 5

Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales 
y culturales y contará con la total protección de 
esos derechos consagrados en los instrumentos 
regionales e internacionales sobre derechos 
humanos. Los Estados Partes reconocen que la 
violencia contra la mujer impide y anula el ejer-
cicio de esos derechos.

Artículo 6
El derecho de toda mujer a una vida libre de 
violencia incluye, entre otros:

a)	 el derecho de la mujer a ser libre de 
toda forma de discriminación, y

b)	 el derecho de la mujer a ser valorada y 
educada libre de patrones estereotipa-
dos de comportamiento y prácticas so-
ciales y culturales basadas en concep-
tos de inferioridad o subordinación.

Deberes de los Estados
Artículo 7

Los Estados Partes condenan todas las formas 
de violencia contra la mujer y convienen en 
adoptar, por todos los medios apropiados y sin 
dilaciones, políticas orientadas a prevenir, san-
cionar y erradicar dicha violencia y en llevar a 
cabo lo siguiente:

a)	 abstenerse de cualquier acción o prác-
tica de violencia contra la mujer y velar 
por que las autoridades, sus funciona-
rios, personal y agentes e instituciones 
se comporten de conformidad con esta 
obligación;

b)	 actuar con la debida diligencia para 
prevenir, investigar y sancionar la violen-
cia contra la mujer;

c)	 incluir en su legislación interna normas 
penales, civiles y administrativas, así 
como las de otra naturaleza que sean 
necesarias para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer 

CAPÍTULO III 

“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”
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y adoptar las medidas administrativas 
apropiadas que sean del caso;

d)	 adoptar medidas jurídicas para con-
minar al agresor a abstenerse de 
hostigar, intimidar, amenazar, dañar 
o poner en peligro la vida de la mu-
jer de cualquier forma que atente 
contra su integridad o per-
judique su propiedad;

e)	 tomar todas las medidas 
apropiadas, incluyendo medi-
das de tipo legislativo, para mo-
dificar o abolir leyes y reglamentos 
vigentes, o para modificar prácticas jurí-
dicas o consuetudinarias que respalden 
la persistencia o la tolerancia de la vio-
lencia contra la mujer;

f)	 establecer procedimientos legales jus-
tos y eficaces para la mujer que haya 
sido sometida a violencia, que incluyan, 
entre otros, medidas de protección, un 
juicio oportuno y el acceso efectivo a 
tales procedimientos;

g)	 establecer los mecanismos judiciales 
y administrativos necesarios para ase-
gurar que la mujer objeto de violencia 
tenga acceso efectivo a resarcimiento, 
reparación del daño u otros medios de 
compensación justos y eficaces, y

h)	 adoptar las disposiciones legislativas o 
de otra índole que sean necesarias para 
hacer efectiva esta Convención.

Artículo 8

Los Estados Partes convienen en adoptar, 
en forma progresiva, medidas específicas, 
inclusive programas para:

a)	 fomentar el conocimiento y la obser-
vancia del derecho de la mujer a una 

vida libre de violencia, y el derecho de 
la mujer a que se respeten y protejan sus 
derechos humanos;

b)	 modificar los patrones socioculturales de 
conducta de hombres y mujeres, inclu-
yendo el diseño de programas de edu-
cación formales y no formales apropia-
dos a todo nivel del proceso educativo, 
para contrarrestar prejuicios y costum-
bres y todo otro tipo de prácticas que se 
basen en la premisa de la inferioridad o 
superioridad de cualquiera de los géne-
ros o en los papeles estereotipados para 
el hombre y la mujer que legitimaban o 
exacerban la violencia contra la mujer;

c)	 fomentar la educación y capacitación 
del personal en la administración de jus-
ticia, policial y demás funcionarios en-
cargados de la aplicación de la ley, así 
como del personal a cuyo cargo esté la 
aplicación de las políticas de preven-
ción, sanción y eliminación de la violen-
cia contra la mujer;

d)	 suministrar los servicios especializados 
apropiados para la atención necesaria 
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a la mujer objeto de violencia, por me-
dio de entidades de los sectores público 
y privado, inclusive refugios, servicios de 
orientación para toda la familia, cuan-
do sea del caso, y cuidado y custodia 
de los menores afectados;

e)	 fomentar y apoyar programas de edu-
cación gubernamentales y del sector 
privado destinados a concientizar al 
público sobre los problemas relaciona-
dos con la violencia contra la mujer, los 
recursos legales y la reparación que co-
rresponda;

f)	 ofrecer a la mujer objeto de violencia 
acceso a programas eficaces de reha-
bilitación y capacitación que le permi-
tan participar plenamente en la vida 
pública, privada y social.

g)	 alentar a los medios de comunicación 
a elaborar directrices adecuadas de 
difusión que contribuyan a erradicar la 
violencia contra la mujer en todas sus 
formas y a realzar el respeto a la digni-
dad de la mujer;

h)	 garantizar la investigación y recopila-
ción de estadísticas y demás informa-
ción pertinente sobre las causas, conse-
cuencias y frecuencia de la violencia 
contra la mujer, con el fin de evaluar 
la eficacia de las medidas para pre-
venir, sancionar y eliminar la violen-
cia contra la mujer y de formular y 
aplicar los cambios que sean ne-
cesarios, y

i)	 promover la cooperación in-
ternacional para el intercam-
bio de ideas y experiencias y 
la ejecución de programas 
encaminados a proteger a 
la mujer objeto de violencia.

Artículo 9

Para la adopción de las medidas a que 
se refiere este capítulo, los Estados Partes 
tendrán especialmente en cuenta la situa-
ción de vulnerabilidad a la violencia que 
pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, 
de su raza o de su condición étnica, de mi-
grante, refugiada o desplazada. En igual 
sentido se considerará a la mujer que es 
objeto de violencia cuando está embara-
zada, es discapacitada, menor de edad, 
anciana, o está en situación socioeconó-
mica desfavorable o afectada por situa-
ciones de conflictos armados o de priva-
ción de su libertad.

“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”
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CAPÍTULO IV

Mecanismos Interamericanos 
de Protección

Artículo 10

Con el propósito de proteger el derecho de la 
mujer a una vida libre de violencia, en los infor-
mes nacionales a la Comisión Interamericana 
de Mujeres, los Estados Partes deberán incluir 
información sobre las medidas adoptadas para 
prevenir y erradicar la violencia contra la mujer, 
para asistir a la mujer afectada por la violencia, 
así como sobre las dificultades que observen 
en la aplicación de las mismas y los factores 
que contribuyan a la violencia contra la mujer.

Artículo 11

Los Estados Partes en esta Convención y la 
Comisión Interamericana de Mujeres, podrán 
requerir a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos opinión consultiva sobre la interpreta-
ción de esta Convención.

Artículo 12

Cualquier persona o grupo de personas, o 
entidad no gubernamental legalmente reco-
nocida en uno o más Estados miembros de la 
Organización, puede presentar a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos peticio-
nes que contengan denuncias o quejas de vio-
lación del artículo 7 de la presente Convención 
por un Estado Parte, y la Comisión las conside-
rará de acuerdo con las normas y los requisitos 
de procedimiento para la presentación y consi-
deración de peticiones estipulados en la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos 
y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos.

Disposiciones Generales

CAPÍTULO V 

Artículo 13

Nada de lo dispuesto en la presente Conven-
ción podrá ser interpretado como restricción o 
limitación a la legislación interna de los Estados 
Partes que prevea iguales o mayores proteccio-
nes y garantías de los derechos de la mujer y 
salvaguardias adecuadas para prevenir y erra-
dicar la violencia contra la mujer.

Artículo 14

Nada de lo dispuesto en la presente Conven-
ción podrá ser interpretado como restricción 
o limitación a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos o a otras convenciones in-
ternacionales sobre la materia que prevean 
iguales o mayores protecciones relacionadas 
con este tema.
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Artículo 15

La presente Convención está abierta a la 
firma de todos los Estados miembros de la 
Organización de los Estados Americanos.

Artículo 16

La presente Convención está sujeta a rati-
ficación.    Los instrumentos de ratificación 
se depositarán en la Secretaría General 
de la Organización de los Estados Ameri-
canos.

Artículo 17

La presente Convención queda abierta a 
la adhesión de cualquier otro Estado. Los 
instrumentos de adhesión se depositarán 
en la Secretaría General de la Organiza-
ción de los Estados Americanos.

Artículo 18

Los Estados podrán formular reservas a la pre-
sente Convención al momento de aprobarla, 
firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que:

a)	 no sean incompatibles con el objeto y 
propósito de la Convención;

b)	 no sean de carácter general y versen so-
bre una o más disposiciones específicas.

Artículo 19

Cualquier Estado Parte puede someter a la 
Asamblea General, por conducto de la Comi-
sión Interamericana de Mujeres, una propuesta 
de enmienda a esta Convención.

Las enmiendas entrarán en vigor para los Esta-
dos ratificantes de las mismas en la fecha en 
que dos tercios de los Estados Partes hayan de-
positado el respectivo instrumento de ratifica-
ción. En cuanto al resto de los Estados Partes, 
entrarán en vigor en la fecha en que depositen 
sus respectivos instrumentos de ratificación.

Artículo 20

Los Estados Partes que tengan dos o más unida-
des territoriales en las que rijan distintos sistemas 
jurídicos relacionados con cuestiones tratadas 
en la presente Convención podrán declarar, en 
el momento de la firma, ratificación o adhesión, 
que la Convención se aplicará a todas sus uni-
dades territoriales o solamente a una o más de 
ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas en 
cualquier momento mediante declaraciones 
ulteriores, que especificarán expresamente la 
o las unidades territoriales a las que se aplicará 
la presente Convención. Dichas declaraciones 
ulteriores se transmitirán a la Secretaría General 
de la Organización de los Estados Americanos y 
surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 21

La presente Convención entrará en vigor el tri-
gésimo día a partir de la fecha en que se haya 
depositado el segundo instrumento de ratifica-
ción. Para cada Estado que ratifique o adhiera 
a la Convención después de haber sido depo-
sitado el segundo instrumento de ratificación, 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que tal Estado haya depositado su ins-
trumento de ratificación o adhesión.

Artículo 22

El Secretario General informará a todos los Esta-
dos miembros de la Organización de los Estados 
Americanos de la entrada en vigor de la Con-
vención.

Artículo 23

El Secretario General de la Organización de 
los Estados Americanos presentará un informe 
anual a los Estados miembros de la Organiza-
ción sobre el estado de esta Convención, inclu-
sive sobre las firmas, depósitos de instrumentos 
de ratificación, adhesión o declaraciones, así 
como las reservas que hubieren presentado los 
Estados Partes y, en su caso, el informe sobre las 
mismas.

“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”
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Artículo 24

La presente Convención regirá indefinida-
mente, pero cualquiera de los Estados Partes 
podrá denunciarla mediante el depósito de 
un instrumento con ese fin en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados 
Americanos. Un año después a partir de la 
fecha del depósito del instrumento de de-
nuncia, la Convención cesará en sus efectos 
para el Estado denunciante, quedando sub-
sistente para los demás Estados Partes.

Artículo 25

El instrumento original de la presente Con-
vención, cuyos textos en español, francés, in-
glés y portugués son igualmente auténticos, 
será depositado en la Secretaría General de 
la Organización de los Estados Americanos, 
la que enviará copia certificada de su texto 
para su registro y publicación a la Secretaría 
de las Naciones Unidas, de conformidad con 
el artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios 
infrascritos, debidamente autorizados por 
sus respectivos gobiernos, firman el presen-
te Convenio, que se llamará “Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
erradicar la Violencia contra la Mujer “Con-
vención de Belém do Pará”.

HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO 
PARÁ, BRASIL, el nueve de junio de mil 
novecientos noventa y cuatro.
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CONVENCIÓN SOBRE 
LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS 

DE DISCRIMINACIÓN 
CONTRA LA MUJER.

La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer promueve la  igualdad 
de derechos para la mujer, cualquiera que sea su estado civil, en todo sentido: política, económica, social, 

cultural y civil. 

Demanda  que se promulguen los principios fundamentales de la no discriminación de las mujeres y todos los 
seres humanos, además recomienda medidas especiales temporales para acelerar la igualdad entre el hombre y 

la mujer y disposiciones para modificar los patrones socioculturales que perpetúan la discriminación.
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CONVENCIÓN 
SOBRE LA 
ELIMINACIÓN DE 
TODAS LAS FORMAS 
DE DISCRIMINACIÓN 
CONTRA 
LA MUJER.

Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer. Adoptada y abierta 
a la firma y ratificación, o adhesión, por la Asamblea 
General en su resolución 34/180, de 18 de diciembre 
de 1979

Los Estados Partes en la presente Convención,

Considerando que la Carta de las Naciones 
Unidas reafirma la fe en los derechos humanos 
fundamentales, en la dignidad y el valor de la 
persona humana y en la igualdad de derechos 
de hombres y mujeres,

Considerando que la Declaración Universal de 
Derechos Humanos reafirma el principio de la 
no discriminación y proclama que todos los se-
res humanos nacen libres e iguales en dignidad 
y derechos y que toda persona puede invocar 
todos los derechos y libertades proclamados 
en esa Declaración, sin distinción alguna y, por 
ende, sin distinción de sexo.

Considerando que los Estados Partes en los 
Pactos Internacionales de Derechos Humanos 
tienen la obligación de garantizar a hombres y 

mujeres la igualdad en el goce de todos los de-
rechos económicos, sociales, culturales, civiles y 
políticos,

Teniendo en cuenta las convenciones interna-
cionales concertadas bajo los auspicios de las 
Naciones Unidas y de los organismos especiali-
zados para favorecer la igualdad de derechos 
entre el hombre y la mujer,

Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, 
declaraciones y recomendaciones aprobadas 
por las Naciones Unidas y los organismos espe-
cializados para favorecer la igualdad de dere-
chos entre el hombre y la mujer,

Preocupados, sin embargo, al comprobar que 
a pesar de estos diversos instrumentos las muje-
res siguen siendo objeto de importantes discri-
minaciones.

Recordando que la discriminación contra la 
mujer viola los principios de la igualdad de de-
rechos y del respeto de la dignidad humana, 
que dificulta la participación de la mujer, en las 
mismas condiciones que el hombre, en la vida 
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política, social, económica y cultural de su país, 
que constituye un obstáculo para el aumento 
del bienestar de la sociedad y de la familia y 
que entorpece el pleno desarrollo de las posi-
bilidades de la mujer para prestar servicio a su 
país y a la humanidad,

Preocupados por el hecho de que en situacio-
nes de pobreza la mujer tiene un acceso míni-
mo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la 
capacitación y las oportunidades de empleo, 
así como a la satisfacción de otras necesidades,

Convencidos de que el establecimiento del 
nuevo orden económico internacional basado 
en la equidad y la justicia contribuirá significati-
vamente a la promoción de la igualdad entre el 
hombre y la mujer,

Subrayado que la eliminación del apartheid, de 
todas las formas de racismo, de discriminación 
racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, 
ocupación y dominación extranjeras y de la in-
jerencia en los asuntos internos de los Estados es 
indispensable para el disfrute cabal de los dere-
chos del hombre y de la mujer,

Afirmando que el fortalecimiento de la paz 
y la seguridad internacionales, el alivio de 
la tensión internacional, la cooperación 
mutua entre todos los Estados con inde-
pendencia de sus sistemas sociales y eco-
nómicos, el desarme general y completo, 
en particular el desarme nuclear bajo un 
control internacional estricto y efectivo, la 
afirmación de los principios de la justicia, 
la igualdad y el provecho mutuo en las 
relaciones entre países y la realización del 
derecho de los pueblos sometidos a do-
minación colonial y extranjera o a ocupa-
ción extranjera a la libre determinación y 
la independencia, así como el respeto de 
la soberanía nacional y de la integridad 
territorial, promoverán el progreso social 
y el desarrollo y, en consecuencia, contri-
buirán al logro de la plena igualdad entre 
el hombre y la mujer,

Convencidos de que la máxima participación 
de la mujer en todas las esferas, en igualdad de 
condiciones con el hombre, es indispensable 

para el desarrollo pleno y completo de un país, 
el bienestar del mundo y la causa de la paz,

Teniendo presentes el gran aporte de la mujer 
al bienestar de la familia y al desarrollo de la 
sociedad, hasta ahora no plenamente recono-
cido, la importancia social de la maternidad y 
la función tanto del padre como de la madre 
en la familia y en la educación de los hijos, y 
conscientes de que el papel de la mujer en la 
procreación no debe ser causa de discrimina-
ción, sino que la educación de los niños exige 
la responsabilidad compartida entre hombres y 
mujeres y la sociedad en su conjunto,
Reconociendo que para lograr la plena igual-
dad entre el hombre y la mujer es necesario 
modificar el papel tradicional tanto del hombre 
como de la mujer en la sociedad y en la familia,

Resueltos a aplicar los principios enunciados en 
la Declaración sobre la eliminación de la discri-
minación contra la mujer y, para ello, a adoptar 
las medidas necesarias a fin de suprimir esta dis-
criminación en todas sus formas y manifestacio-
nes,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I
Artículo 1

A los efectos de la presente Convención, la 
expresión “discriminación contra la mujer” de-
notará toda distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo que tenga por objeto o re-
sultado menoscabar o anular el reconocimien-
to, goce o ejercicio por la mujer, independien-
temente de su estado civil, sobre la base de la 
igualdad del hombre y la mujer, de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural y ci-
vil o en cualquier otra esfera.

Artículo 2

Los Estados Partes condenan la discriminación 
contra la mujer en todas sus formas, convienen 
en seguir, por todos los medios apropiados y sin 
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g)	 Derogar todas las disposiciones penales 
nacionales que constituyan discrimina-
ción contra la mujer.

Artículo 3

Los Estados Partes tomarán en todas las esfe-
ras, y en particular en las esferas política, social, 
económica y cultural, todas las medidas apro-
piadas, incluso de carácter legislativo, para 
asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la 
mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio 
y el goce de los derechos humanos y las liberta-
des fundamentales en igualdad de condiciones 
con el hombre.

Artículo 4

1.	 La adopción por los Estados Partes de me-
didas especiales de carácter temporal en-
caminadas a acelerar la igualdad de facto 
entre el hombre y la mujer no se conside-
rará discriminación en la forma definida en 
la presente Convención, pero de ningún 
modo entrañará, como consecuencia, el 
mantenimiento de normas desiguales o se-
paradas; estas medidas cesarán cuando se 
hayan alcanzado los objetivos de igualdad 
de oportunidad y trato.

dilaciones, una política encaminada a eliminar 
la discriminación contra la mujer y, con tal obje-
to, se comprometen a:

a)	 Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus 
constituciones nacionales y en cualquier 
otra legislación apropiada el principio de 
la igualdad del hombre y de la mujer y 
asegurar por ley u otros medios apropia-
dos la realización práctica de ese princi-
pio;

b)	 Adoptar medidas adecuadas, legislati-
vas y de otro carácter, con las sanciones 
correspondientes, que prohíban toda dis-
criminación contra la mujer;

c)	 Establecer la protección jurídica de los 
derechos de la mujer sobre una base de 
igualdad con los del hombre y garanti-
zar, por conducto de los tribunales nacio-
nales competentes y de otras institucio-
nes públicas, la protección efectiva de 
la mujer contra todo acto de discrimina-
ción;

d)	 Abstenerse de incurrir en todo acto o 
práctica de discriminación contra la mu-
jer y velar por que las autoridades e ins-
tituciones públicas actúen de conformi-
dad con esta obligación;

e)	 Tomar todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra la 
mujer practicada por cualesquiera per-
sonas, organizaciones o empresas;

f)	 Adoptar todas las medidas adecuadas, 
incluso de carácter legislativo, para mo-
dificar o derogar leyes, reglamentos, usos 
y prácticas que constituyan discrimina-
ción contra la mujer;
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PARTE II
2.	 La adopción por los Estados Partes de me-

didas especiales, incluso las contenidas en 
la presente Convención, encaminadas a 
proteger la maternidad no se considerará 
discriminatoria.

Artículo 5

Los Estados Partes tomarán todas las medidas 
apropiadas para:

a)	 Modificar los patrones socioculturales de 
conducta de hombres y mujeres, con mi-
ras a alcanzar la eliminación de los pre-
juicios y las prácticas consuetudinarias y 
de cualquier otra índole que estén basa-
dos en la idea de la inferioridad o supe-
rioridad de cualquiera de los sexos o en 
funciones estereotipadas de hombres y 
mujeres;

b)	 Garantizar que la educación familiar in-
cluya una comprensión adecuada de la 
maternidad como función social y el re-
conocimiento de la responsabilidad co-
mún de hombres y mujeres en cuanto a 
la educación y al desarrollo de sus hijos, 
en la inteligencia de que el interés de los 
hijos constituirá la consideración primor-
dial en todos los casos.

Artículo 6

Los Estados Partes tomarán todas las medidas 
apropiadas, incluso de carácter legislativo, 
para suprimir todas las formas de trata de muje-
res y explotación de la prostitución de la mujer.

Artículo 7

Los Estados Partes tomarán todas las medidas 
apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer en la vida política y pública del 
país y, en particular, garantizarán a las mujeres, 
en igualdad de condiciones con los hombres, 
el derecho a:

a)	 Votar en todas las elecciones y referén-
dums públicos y ser elegibles para todos 
los organismos cuyos miembros sean 
objeto de elecciones públicas;

b)	 Participar en la formulación de las políti-
cas gubernamentales y en la ejecución 
de éstas, y ocupar cargos públicos y 
ejercer todas las funciones públicas en 
todos los planos gubernamentales;

c)	 Participar en organizaciones y en aso-
ciaciones no gubernamentales que se 
ocupen de la vida pública y política del 
país.

Artículo 8

Los Estados Partes tomarán todas las medi-
das apropiadas para garantizar a la mujer, 
en igualdad de condiciones con el hombre y 
sin discriminación alguna, la oportunidad de 
representar a su gobierno en el plano interna-
cional y de participar en la labor de las organi-
zaciones internacionales.

24COMPENDIO DE INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS



PARTE III
Artículo 10

Los Estados Partes adoptarán todas las medi-
das apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad 
de derechos con el hombre en la esfera de 
la educación y en particular para asegurar, 
en condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres:

a)	 Las mismas condiciones de orientación 
en materia de carreras y capacitación 
profesional, acceso a los estudios y ob-
tención de diplomas en las instituciones 
de enseñanza de todas las categorías, 
tanto en zonas rurales como urbanas; 
esta igualdad deberá asegurarse en la 
enseñanza preescolar, general, técnica, 
profesional y técnica superior, así como 
en todos los tipos de capacitación pro-
fesional;

b)	 Acceso a los mismos programas de estu-
dios, a los mismos exámenes, a personal 
docente del mismo nivel profesional y a 
locales y equipos escolares de la misma 
calidad;

c)	 La eliminación de todo concepto este-
reotipado de los papeles masculino y 

femenino en todos los niveles y en todas 
las formas de enseñanza, mediante el 
estímulo de la educación mixta y de 
otros tipos de educación que contribu-
yan a lograr este objetivo y, en parti-
cular, mediante la modificación de los 
libros y programas escolares y la adapta-
ción de los métodos de enseñanza;

d)	 Las mismas oportunidades para la ob-
tención de becas y otras subvenciones 
para cursar estudios;

e)	 Las mismas oportunidades de acceso a 
los programas de educación permanen-
te, incluidos los programas de alfabetiza-
ción funcional y de adultos, con miras en 
particular a reducir lo antes posible toda 
diferencia de conocimientos que exista 
entre hombres y mujeres;

f)	 La reducción de la tasa de abandono 
femenino de los estudios y la organi-
zación de programas para aquellas 
jóvenes y mujeres que hayan dejado los 
estudios prematuramente;

g)	 Las mismas oportunidades para parti-
cipar activamente en el deporte y la 
educación física;

h)	 Acceso al material informativo especí-
fico que contribuya a asegurar la salud 
y el bienestar de la familia, incluida la 
información y el asesoramiento sobre 
planificación de la familia.

Artículo 11

1.	 Los Estados Partes adoptarán todas las 
medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la esfera 
del empleo a fin de asegurar a la mujer, en 
condiciones de igualdad con los hombres, 
los mismos derechos, en particular:

a)	 El derecho al trabajo como derecho 
inalienable de todo ser humano;

b)	 El derecho a las mismas oportunidades 
de empleo, inclusive a la aplicación 
de los mismos criterios de selección en 
cuestiones de empleo;

Artículo 9

1.	 Los Estados Partes otorgarán a las mujeres 
iguales derechos que a los hombres para 
adquirir, cambiar o conservar su nacionali-
dad. Garantizarán, en particular, que ni el 
matrimonio con un extranjero ni el cambio 
de nacionalidad del marido durante el 
matrimonio cambien automáticamente la 
nacionalidad de la esposa, la conviertan 
en ápatrida o la obliguen a adoptar la na-
cionalidad del cónyuge.

2.	 Los Estados Partes otorgarán a la mujer los 
mismos derechos que al hombre con res-
pecto a la nacionalidad de sus hijos.
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c)	 El derecho a elegir libremente profesión 
y empleo, el derecho al ascenso, a la 
estabilidad en el empleo y a todas las 
prestaciones y otras condiciones de ser-
vicio, y el derecho a la formación pro-
fesional y al readiestramiento, incluido 
el aprendizaje, la formación profesional 
superior y el adiestramiento periódico;

d)	 El derecho a igual remuneración, in-
clusive prestaciones, y a igualdad de 
trato con respecto a un trabajo de igual 
valor, así como a igualdad de trato con 
respecto a la evaluación de la calidad 
del trabajo;

e)	 El derecho a la seguridad social, en 
particular en casos de jubilación, des-
empleo, enfermedad, invalidez, vejez 
u otra incapacidad para trabajar, así 
como el derecho a vacaciones paga-
das;

f)	 El derecho a la protección de la salud 
y a la seguridad en las condiciones de 
trabajo, incluso la salvaguardia de la 
función de reproducción.

2.	 A fin de impedir la discriminación contra la 
mujer por razones de matrimonio o materni-
dad y asegurar la efectividad de su dere-
cho a trabajar, los Estados Partes tomarán 
medidas adecuadas para:

a)	 Prohibir, bajo pena de sanciones, el des-
pido por motivo de embarazo o licencia 
de maternidad y la discriminación en los 
despidos sobre la base del estado civil;

b)	 Implantar la licencia de maternidad 
con sueldo pagado o con prestacio-
nes sociales comparables sin pérdida 
del empleo previo, la antigüedad o los 
beneficios sociales;

c)	 Alentar el suministro de los servicios 
sociales de apoyo necesarios para 
permitir que los padres combinen las 
obligaciones para con la familia con 
las responsabilidades del trabajo y la 
participación en la vida pública, espe-
cialmente mediante el fomento de la 

creación y desarrollo de una red de 
servicios destinados al cuidado de los 
niños;

d)	 Prestar protección especial a la mujer 
durante el embarazo en los tipos de 
trabajos que se haya probado puedan 
resultar perjudiciales para ella.

3.	 La legislación protectora relacionada con 
las cuestiones comprendidas en este artícu-
lo será examinada periódicamente a la luz 
de los conocimientos científicos y tecnoló-
gicos y será revisada, derogada o amplia-
da según corresponda.

Artículo 12

1.	 Los Estados Partes adoptarán todas las 
medidas apropiadas para eliminar la dis-
criminación contra la mujer en la esfera de 
la atención médica a fin de asegurar, en 
condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres, el acceso a servicios de atención 
médica, inclusive los que se refieren a la 
planificación de la familia.

2.	 Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 
supra, los Estados Partes garantizarán a la 
mujer servicios apropiados en relación con 
el embarazo, el parto y el período posterior 
al parto, proporcionando servicios gratuitos 
cuando fuere necesario, y le asegurarán 
una nutrición adecuada durante el emba-
razo y la lactancia.

Artículo 13

Los Estados Partes adoptarán todas las medi-
das apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer en otras esferas de la vida eco-
nómica y social a fin de asegurar, en condicio-
nes de igualdad entre hombres y mujeres, los 
mismos derechos, en particular:

a)	 El derecho a prestaciones familiares;

b)	 El derecho a obtener préstamos banca-
rios, hipotecas y otras formas de crédito 
financiero;
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c)	 El derecho a participar en actividades 
de esparcimiento, deportes y en todos 
los aspectos de la vida cultural.

Artículo 14

1.	 Los Estados Partes tendrán en cuenta los 
problemas especiales a que hace frente 
la mujer rural y el importante papel que 
desempeña en la supervivencia económi-
ca de su familia, incluido su trabajo en los 
sectores no monetarios de la economía, 
y tomarán todas las medidas apropiadas 
para asegurar la aplicación de las dispo-
siciones de la presente Convención a la 
mujer en las zonas rurales.

2.	 Los Estados Partes adoptarán todas las 
medidas apropiadas para eliminar la dis-
criminación contra la mujer en las zonas 
rurales a fin de asegurar en condiciones 
de igualdad entre hombres y mujeres, su 
participación en el desarrollo rural y en sus 
beneficios, y en particular le asegurarán el 
derecho a:

a)	 Participar en la elaboración y ejecución 
de los planes de desarrollo a todos los 
niveles;

b)	 Tener acceso a servicios adecuados de 
atención médica, inclusive información, 
asesoramiento y servicios en materia de 
planificación de la familia;

c)	 Beneficiarse directamente de los pro-
gramas de seguridad social;

d)	 Obtener todos los tipos de educación y 
de formación, académica y no aca-
démica, incluidos los relacionados con 
la alfabetización funcional, así como, 
entre otros, los beneficios de todos los 
servicios comunitarios y de divulgación 
a fin de aumentar su capacidad técni-
ca;

e)	 Organizar grupos de autoayuda y 
cooperativas a fin de obtener igualdad 
de acceso a las oportunidades econó-
micas mediante el empleo por cuenta 
propia o por cuenta ajena;

f)	 Participar en todas las actividades co-
munitarias;

g)	 Obtener acceso a los créditos y présta-
mos agrícolas, a los servicios de comer-
cialización y a las tecnologías apropia-
das, y recibir un trato igual en los planes 
de reforma agraria y de reasentamien-
to;

h)	 Gozar de condiciones de vida ade-
cuadas, particularmente en las esferas 
de la vivienda, los servicios sanitarios, 
la electricidad y el abastecimiento de 
agua, el transporte y las comunicacio-
nes.

PARTE IV

Artículo 15

1.	 Los Estados Partes reconocerán a la mujer la 
igualdad con el hombre ante la ley.

2.	 Los Estados Partes reconocerán a la mujer, 
en materias civiles, una capacidad jurídica 
idéntica a la del hombre y las mismas opor-
tunidades para el ejercicio de esa capaci-
dad. En particular, le reconocerán a la mu-
jer iguales derechos para firmar contratos y 
administrar bienes y le dispensarán un trato 
igual en todas las etapas del procedimiento 
en las cortes de justicia y los tribunales.

3.	 Los Estados Partes convienen en que todo 
contrato o cualquier otro instrumento priva-
do con efecto jurídico que tienda a limitar 
la capacidad jurídica de la mujer se consi-
derará nulo.

4.	 Los Estados Partes reconocerán al hombre y 
a la mujer los mismos derechos con respec-
to a la legislación relativa al derecho de las 
personas a circular libremente y a la libertad 
para elegir su residencia y domicilio.
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Artículo 16

1.	 Los Estados Partes adoptarán todas las me-
didas adecuadas para eliminar la discrimi-
nación contra la mujer en todos los asuntos 
relacionados con el matrimonio y las rela-
ciones familiares y, en particular, asegura-
rán en condiciones de igualdad entre hom-
bres y mujeres:

a)	 El mismo derecho para contraer matri-
monio;

b)	 El mismo derecho para elegir libremente 
cónyuge y contraer matrimonio sólo por 
su libre albedrío y su pleno consentimien-
to;

c)	 Los mismos derechos y responsabilida-
des durante el matrimonio y con oca-
sión de su disolución;

d)	 Los mismos derechos y responsabilida-
des como progenitores, cualquiera que 
sea su estado civil, en materias relacio-
nadas con sus hijos; en todos los casos, 
los intereses de los hijos serán la conside-
ración primordial;

e)	 Los mismos derechos a decidir libre y res-
ponsablemente el número de sus hijos 
y el intervalo entre los nacimientos y a 
tener acceso a la información, la edu-
cación y los medios que les permitan 
ejercer estos derechos;

f)	 Los mismos derechos y responsabili-
dades respecto de la tutela, curatela, 
custodia y adopción de los hijos, o ins-
tituciones análogas cuando quiera que 
estos conceptos existan en la legislación 
nacional; en todos los casos, los intere-
ses de los hijos serán la consideración 
primordial;

g)	 Los mismos derechos personales como 
marido y mujer, entre ellos el derecho a 
elegir apellido, profesión y ocupación;

h)	 Los mismos derechos a cada uno de 
los cónyuges en materia de propiedad, 

PARTE V
Artículo 17

1.	 Con el fin de examinar los progresos reali-
zados en la aplicación de la presente Con-
vención, se establecerá un Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer (denominado en adelante el Comité) 
compuesto, en el momento de la entrada 
en vigor de la Convención, de dieciocho 
y, después de su ratificación o adhesión 
por el trigésimo quinto Estado Parte, de 
veintitrés expertos de gran prestigio moral 
y competencia en la esfera abarcada por 
la Convención. Los expertos serán elegidos 
por los Estados Partes entre sus nacionales, 
y ejercerán sus funciones a título personal; 
se tendrán en cuenta una distribución geo-
gráfica equitativa y la representación de las 
diferentes formas de civilización, así como 
los principales sistemas jurídicos.

2.	 Los miembros del Comité serán elegidos en 
votación secreta de un lista de personas de-
signadas por los Estados Partes. Cada uno 
de los Estados Partes podrá designar una 
persona entre sus propios nacionales.

3.	 La elección inicial se celebrará seis meses 
después de la fecha de entrada en vigor de 
la presente Convención. Al menos tres me-
ses antes de la fecha de cada elección, el 
Secretario General de las Naciones Unidas 
dirigirá una carta a los Estados Partes invi-
tándolos a presentar sus candidaturas en 
un plazo de dos meses. El Secretario Gene-

compras, gestión, administración, goce 
y disposición de los bienes, tanto a título 
gratuito como oneroso.

2.	 No tendrán ningún efecto jurídico los espon-
sales y el matrimonio de niños y se adopta-
rán todas las medidas necesarias, incluso 
de carácter legislativo, para fijar una edad 
mínima para la celebración del matrimonio 
y hacer obligatoria la inscripción del matri-
monio en un registro oficial.
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ral preparará una lista por orden alfabético 
de todas las personas designadas de este 
modo, indicando los Estados Partes que las 
han designado, y la comunicará a los Esta-
dos Partes.

4.	 Los miembros del Comité serán elegidos en 
una reunión de los Estados Partes que será 
convocada por el Secretario General y se 
celebrará en la Sede de las Naciones Uni-
das. En esta reunión, para la cual formarán 
quórum dos tercios de los Estados Partes, se 
considerarán elegidos para el Comité los 
candidatos que obtengan el mayor número 
de votos y la mayoría absoluta de los votos 
de los representantes de los Estados Partes 
presentes y votantes.

5.	 Los miembros del Comité serán elegidos 
por cuatro años. No obstante, el mandato 
de nueve de los miembros elegidos en la 
primera elección expirará al cabo de dos 
años; inmediatamente después de la prime-
ra elección el Presidente del Comité desig-
nará por sorteo los nombres de esos nueve 
miembros.

6.	 La elección de los cinco miembros adicio-
nales del Comité se celebrará de conformi-
dad con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 

del presente artículo, después de que el tri-
gésimo quinto Estado Parte haya ratificado 
la Convención o se haya adherido a ella. El 
mandato de dos de los miembros adiciona-
les elegidos en esta ocasión, cuyos nombres 
designará por sorteo el Presidente del Comi-
té, expirará al cabo de dos años.

7.	 Para cubrir las vacantes imprevistas, el Esta-
do Parte cuyo experto haya cesado en sus 
funciones como miembro del Comité desig-
nará entre sus nacionales a otro experto a 
reserva de la aprobación del Comité.

8.	 Los miembros del Comité, previa aproba-
ción de la Asamblea General, percibirán 
emolumentos de los fondos de las Nacio-
nes Unidas en la forma y condiciones que la 
Asamblea determine, teniendo en cuenta 
la importancia de las funciones del Comité.

9.	 El Secretario General de las Naciones Uni-
das proporcionará el personal y los servicios 
necesarios para el desempeño eficaz de las 
funciones del Comité en virtud de la presen-
te Convención.
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Artículo 18

1.	 Los Estados Partes se comprometen a so-
meter al Secretario General de las Naciones 
Unidas, para que lo examine el Comité, un 
informe sobre las medidas legislativas, judi-
ciales, administrativas o de otra índole que 
hayan adoptado para hacer efectivas las 
disposiciones de la presente Convención y 
sobre los progresos realizados en este senti-
do:

a)	 En el plazo de un año a partir de la en-
trada en vigor de la Convención para el 
Estado de que se trate;

b)	 En lo sucesivo por lo menos cada cuatro 
años y, además, cuando el Comité lo so-
licite.

2.	 Se podrán indicar en los informes los factores 
y las dificultades que afecten al grado de 
cumplimiento de las obligaciones impuestas 
por la presente Convención.

Artículo 19

1.	 El Comité aprobará su propio reglamento.

2.	 El Comité elegirá su Mesa por un período de 
dos años.

Artículo 20

1.	 El Comité se reunirá normalmente todos los 
años por un período que no exceda de dos 
semanas para examinar los informes que se 
le presenten de conformidad con el artículo 
18 de la presente Convención.

2.	 Las reuniones del Comité se celebrarán nor-
malmente en la Sede de las Naciones Uni-
das o en cualquier otro sitio conveniente 
que determine el Comité.

Artículo 21

1.	 El Comité, por conducto del Consejo Eco-
nómico y Social, informará anualmente a la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 

sobre sus actividades y podrá hacer suge-
rencias y recomendaciones de carácter ge-
neral basadas en el examen de los informes 
y de los datos transmitidos por los Estados 
Partes. Estas sugerencias y recomendacio-
nes de carácter general se incluirán en el 
informe del Comité junto con las observa-
ciones, si las hubiere, de los Estados Partes.

2.	 El Secretario General de las Naciones Unidas 
transmitirá los informes del Comité a la Co-
misión de la Condición Jurídica y Social de 
la Mujer para su información.

Artículo 22

Los organismos especializados tendrán dere-
cho a estar representados en el examen de la 
aplicación de las disposiciones de la presente 
Convención que correspondan a la esfera de 
las actividades. El Comité podrá invitar a los or-
ganismos especializados a que presenten infor-
mes sobre la aplicación de la Convención en 
las áreas que correspondan a la esfera de sus 
actividades.

PARTE VI

Artículo 23

Nada de lo dispuesto en la presente Conven-
ción afectará a disposición alguna que sea más 
conducente al logro de la igualdad entre hom-
bres y mujeres y que pueda formar parte de:
a) La legislación de un Estado Parte; o
b) Cualquier otra convención, tratado o acuer-
do internacional vigente en ese Estado.

Artículo 24

Los Estados Partes se comprometen a adoptar 
todas las medidas necesarias en el ámbito na-
cional para conseguir la plena realización de los 
derechos reconocidos en la presente Conven-
ción.
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Artículo 25

1.	 La presente Convención estará abierta a la 
firma de todos los Estados.

2.	 Se designa al Secretario General de las Na-
ciones Unidas depositario de la presente 
Convención.

3.	 La presente Convención está sujeta a rati-
ficación. Los instrumentos de ratificación se 
depositaran en poder del Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas.

4.	 La presente Convención estará abierta a la 
adhesión de todos los Estados. La adhesión 
se efectuará depositando un instrumento 
de adhesión en poder del Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas.

Artículo 26

1.	 En cualquier momento, cualquiera de los Es-
tados Partes podrá formular una solicitud de 
revisión de la presente Convención median-
te comunicación escrita dirigida al Secreta-
rio General de las Naciones Unidas.

2.	 La Asamblea General de las Naciones Uni-
das decidirá las medidas que, en caso ne-
cesario, hayan de adoptarse en lo que res-
pecta a esa solicitud.

Artículo 27

1.	 La presente Convención entrará en vigor 
el trigésimo día a partir de la fecha en que 
haya sido depositado en poder del Secre-
tario General de las Naciones Unidas el vi-
gésimo instrumento de ratificación o de ad-
hesión.

2.	 Para cada Estado que ratifique la Conven-
ción o se adhiera a ella después de haber 
sido depositado el vigésimo instrumento de 
ratificación o de adhesión, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que tal Estado haya depositado su 
instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 28

1.	 El Secretario General de las Naciones Unidas 
recibirá y comunicará a todos los Estados el 
texto de las reservas formuladas por los Esta-
dos en el momento de la ratificación o de la 
adhesión.

2.	 No se aceptará ninguna reserva incompati-
ble con el objeto y el propósito de la presen-
te Convención.

3.	 Toda reserva podrá ser retirada en cualquier 
momento por medio de una notificación a 
estos efectos dirigida al Secretario General 
de las Naciones Unidas, quien informará de 
ello a todos los Estados. Esta notificación sur-
tirá efecto en la fecha de su recepción.
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Artículo 29

1.	 Toda controversia que surja entre dos o más 
Estados Partes con respecto a la interpreta-
ción o aplicación de la presente Conven-
ción que no se solucione mediante nego-
ciaciones se someterá al arbitraje a petición 
de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses 
contados a partir de la fecha de presenta-
ción de solicitud de arbitraje las partes no 
consiguen ponerse de acuerdo sobre la for-
ma del mismo, cualquiera de las partes po-
drá someter la controversia a la Corte Inter-
nacional de Justicia, mediante una solicitud 
presentada de conformidad con el Estatuto 
de la Corte.

2.	 Todo Estado Parte, en el momento de la 
firma o ratificación de la presente Conven-
ción o de su adhesión a la misma, podrá de-
clarar que no se considera obligado por el 
párrafo 1 del presente artículo. Los demás 
Estados Partes no estarán obligados por ese 
párrafo ante ningún Estado Parte que haya 
formulado esa reserva.

3.	 Todo Estado Parte que haya formulado la 
reserva prevista en el párrafo 2 del presente 
artículo podrá retirarla en cualquier momen-
to notificándolo al Secretario General de las 
Naciones Unidas.

Artículo 30

La presente Convención, cuyos textos en árabe, 
chino, español, francés, inglés y ruso son igual-
mente auténticos, se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas.
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DECLARACIÓN DE LA ONU  
SOBRE DERECHOS 

DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS
La Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos 

indígenas, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 2007, 
ofrece un marco de trabajo internacional para los esfuerzos encaminados a 

fomentar los derechos de los pueblos indígenas. 

La sensibilización acerca de los derechos de los pueblos indígenas entre las 
instituciones nacionales de derechos humanos, en este sentido,  CALDH apoya 
la capacidad y compromiso de colaborar con los pueblos indígenas, a fin de 

hacer realidad los derechos que figuran en la Declaración.
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DECLARACIÓN 
DE LA ONU  
SOBRE DERECHOS 
DE LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS

La Asamblea General,
Tomando nota de la recomendación que figura 
en la resolución 1/2 del Consejo de Derechos 
Humanos, de 29 de junio de 20061 , en la que el 
Consejo aprobó el texto de la Declaración de 
las Naciones Unidas sobre los derechos de los 
pueblos indígenas,

Recordando su resolución 61/178, de 20 de di-
ciembre de 2006, en la que decidió aplazar el 
examen y la adopción de medidas sobre la De-
claración a fin de disponer de más tiempo para 
seguir celebrando consultas al respecto, y de-
cidió también concluir su examen de la Decla-
ración antes de que terminase el sexagésimo 
primer período de sesiones,
Aprueba la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los derechos de los pueblos indígenas que 
figura en el anexo de la presente resolución.
107a. sesión plenaria 
13 de septiembre de 2007

1  Véase Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexa-
gésimo primer período de sesiones, Suplemento No. 53 (A/61/53), 
primera parte, cap. II, secc. A.	

Anexo
Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los derechos de los pueblos indígenas
La Asamblea General,
Guiada por los propósitos y principios de la Car-
ta de las Naciones Unidas y la buena fe en el 
cumplimiento de las obligaciones contraídas 
por los Estados de conformidad con la Carta,
Afirmando que los pueblos indígenas son igua-
les a todos los demás pueblos y reconociendo 
al mismo tiempo el derecho de todos los pue-
blos a ser diferentes, a considerarse a sí mismos 
diferentes y a ser respetados como tales,
Afirmando también que todos los pueblos con-
tribuyen a la diversidad y riqueza de las civiliza-
ciones y culturas, que constituyen el patrimonio 
común de la humanidad,

Afirmando además que todas las doctrinas, po-
líticas y prácticas basadas en la superioridad de 
determinados pueblos o individuos o que la pro-
pugnan aduciendo razones de origen nacional 
o diferencias raciales, religiosas, étnicas o cul-
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turales son racistas, científicamente falsas, jurídi-
camente inválidas, moralmente condenables y 
socialmente injustas,

Reafirmando que, en el ejercicio de sus dere-
chos, los pueblos indígenas deben estar libres 
de toda forma de discriminación,
Preocupada por el hecho de que los pueblos 
indígenas han sufrido injusticias históricas como 
resultado, entre otras cosas, de la colonización 
y de haber sido desposeídos de sus tierras, terri-
torios y recursos, lo que les ha impedido ejercer, 
en particular, su derecho al desarrollo de con-
formidad con sus propias necesidades e intere-
ses,
Reconociendo la urgente necesidad de respe-
tar y promover los derechos intrínsecos de los 
pueblos indígenas, que derivan de sus estructu-
ras políticas, económicas y sociales y de sus cul-
turas, de sus tradiciones espirituales, de su histo-
ria y de su filosofía, especialmente los derechos 
a sus tierras, territorios y recursos,

Reconociendo también la urgente necesidad 
de respetar y promover los derechos de los pue-
blos indígenas afirmados en tratados, acuerdos 
y otros arreglos constructivos con los Estados,
Celebrando que los pueblos indígenas se estén 
organizando para promover su desarrollo políti-

co, económico, social y cultural y para poner fin 
a todas las formas de discriminación y opresión 
dondequiera que ocurran,

Convencida de que si los pueblos indígenas 
controlan los acontecimientos que los afecten 
a ellos y a sus tierras, territorios y recursos podrán 
mantener y reforzar sus instituciones, culturas y 
tradiciones y promover su desarrollo de acuer-
do con sus aspiraciones y necesidades,

Reconociendo que el respeto de los conoci-
mientos, las culturas y las prácticas tradiciona-
les indígenas contribuye al desarrollo sostenible 
y equitativo y a la ordenación adecuada del 
medio ambiente, Destacando la contribución 
de la desmilitarización de las tierras y territorios 
de los pueblos indígenas a la paz, el progreso 
y el desarrollo económicos y sociales, la com-
prensión y las relaciones de amistad entre las 
naciones y los pueblos del mundo,

Reconociendo en particular el derecho de las 
familias y comunidades indígenas a seguir com-
partiendo la responsabilidad por la crianza, la 
formación, la educación y el bienestar de sus hi-
jos, en consonancia con los derechos del niño,

Considerando que los derechos afirmados en 
los tratados, acuerdos y otros arreglos construc-
tivos entre los Estados y los pueblos indígenas 
son, en algunas situaciones, asuntos de preo-
cupación, interés, responsabilidad y carácter 
internacional,

Considerando también que los tratados, acuer-
dos y demás arreglos constructivos, y las relacio-
nes que representan, sirven de base para el for-
talecimiento de la asociación entre los pueblos 
indígenas y los Estados,

Reconociendo que la Carta de las Naciones 
Unidas, el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales2  y el 

2	  Véase la resolución 2200 A (XXI), anexo.

36COMPENDIO DE INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS



Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos3, así como la Declaración y el Programa 
de Acción de Viena  afirman la importancia fun-
damental del derecho de todos los pueblos a 
la libre determinación, en virtud del cual éstos 
determinan libremente su condición política y 
persiguen libremente su desarrollo económico, 
social y cultural,

Teniendo presente que nada de lo conte-
nido en la presente Declaración podrá uti-
lizarse para negar a ningún pueblo su de-
recho a la libre determinación, ejercido de 
conformidad con el derecho internacional,

Convencida de que el reconocimiento 
de los derechos de los pueblos indígenas 
en la presente Declaración fomentará las 
relaciones armoniosas y de cooperación 
entre los Estados y los pueblos indígenas, 
basadas en los principios de la justicia, la 
democracia, el respeto de los derechos hu-
manos, la no discriminación y la buena fe,

Alentando a los Estados a que respeten y cum-
plan eficazmente todas sus obligaciones para 
con los pueblos indígenas dimanantes de los 
instrumentos internacionales, en particular las 
relativas a los derechos humanos, en consulta y 
cooperación con los pueblos interesados,

Destacando que corresponde a las Naciones 
Unidas desempeñar un papel importante y con-
tinuo de promoción y protección de los dere-
chos de los pueblos indígenas,

Estimando que la presente Declaración consti-
tuye un nuevo paso importante hacia el reco-
nocimiento, la promoción y la protección de los 
derechos y las libertades de los pueblos indíge-
nas y en el desarrollo de actividades pertinen-
tes del sistema de las Naciones Unidas en esta 
esfera,

Reconociendo y reafirmando que los indígenas 
tienen sin discriminación todos los derechos hu-
manos reconocidos en el derecho internacio-
nal, y que los pueblos indígenas poseen dere-
chos colectivos que son indispensables para su 
existencia, bienestar y desarrollo integral como 
pueblos,

3	  A/CONF.157/24 (Part I), cap. III.

Reconociendo que la situación de los pueblos 
indígenas varía de región en región y de país 
a país y que se debe tener en cuenta la signifi-
cación de las particularidades nacionales y re-
gionales y de las diversas tradiciones históricas y 
culturales,

Proclama solemnemente la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los derechos de los pue-
blos indígenas, cuyo texto figura a continua-
ción, como ideal común que debe perseguirse 
en un espíritu de solidaridad y respeto mutuo:

Artículo 1

Los indígenas tienen derecho, como pueblos o 
como individuos, al disfrute pleno de todos los 
derechos humanos y las libertades fundamen-
tales reconocidas en la Carta de las Naciones 
Unidas, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos4  y las normas internacionales de de-
rechos humanos.

Artículo 2

Los pueblos y los individuos indígenas son libres 
e iguales a todos los demás pueblos y personas 
y tienen derecho a no ser objeto de ningún tipo 
de discriminación en el ejercicio de sus dere-
chos, en particular la fundada en su origen o 
identidad indígenas.

Artículo 3

Los pueblos indígenas tienen derecho a la li-
bre determinación. En virtud de ese derecho 
determinan libremente su condición política y 
persiguen libremente su desarrollo económico, 
social y cultural.

Artículo 4

Los pueblos indígenas, en ejercicio de su dere-
cho a la libre determinación, tienen derecho a 
la autonomía o al autogobierno en las cuestio-
nes relacionadas con sus asuntos internos y lo-
cales, así como a disponer de medios para fi-
nanciar sus funciones autónomas.

4	  Resolución 217 A (III).

DECLARACIÓN DE LA ONU  
SOBRE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

37



Artículo 5

Los pueblos indígenas tienen derecho a con-
servar y reforzar sus propias instituciones políti-
cas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, 
manteniendo a la vez su derecho a participar 
plenamente, si lo desean, en la vida política, 
económica, social y cultural del Estado.

Artículo 6

Toda persona indígena tiene derecho a una na-
cionalidad.

Artículo 7

1.	 Las personas indígenas tienen derecho a la 
vida, la integridad física y mental, la libertad 
y la seguridad de la persona.

2.	 Los pueblos indígenas tienen el derecho co-
lectivo a vivir en libertad, paz y seguridad 
como pueblos distintos y no serán sometidos 
a ningún acto de genocidio ni a ningún otro 
acto de violencia, incluido el traslado forza-
do de niños del grupo a otro grupo.

Artículo 8

1.	 Los pueblos y los individuos indígenas tienen 
derecho a no ser sometidos a una asimila-
ción forzada ni a la destrucción de su cul-
tura.

2.	 Los Estados establecerán mecanismos efi-
caces para la prevención y el resarcimiento 
de:

a)	 Todo acto que tenga por objeto o con-
secuencia privarlos de su integridad 
como pueblos distintos o de sus valores 
culturales o su identidad étnica;

b)	 Todo acto que tenga por objeto o con-
secuencia desposeerlos de sus tierras, 
territorios o recursos;

c)	 Toda forma de traslado forzado de po-
blación que tenga por objeto o conse-
cuencia la violación o el menoscabo de 
cualquiera de sus derechos;

d)	 Toda forma de asimilación o integración 
forzada;

e)	 Toda forma de propaganda que tenga 
como fin promover o incitar a la discri-
minación racial o étnica dirigida contra 
ellos.

Artículo 9

Los pueblos y los individuos indígenas tienen de-
recho a pertenecer a una comunidad o nación 
indígena, de conformidad con las tradiciones y 
costumbres de la comunidad o nación de que 
se trate. Del ejercicio de ese derecho no puede 
resultar discriminación de ningún tipo.

Artículo 10

Los pueblos indígenas no serán desplazados por 
la fuerza de sus tierras o territorios. No se pro-
cederá a ningún traslado sin el consentimiento 
libre, previo e informado de los pueblos indíge-
nas interesados, ni sin un acuerdo previo sobre 
una indemnización justa y equitativa y, siempre 
que sea posible, la opción del regreso.

Artículo 11

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a 
practicar y revitalizar sus tradiciones y cos-
tumbres culturales. Ello incluye el derecho 
a mantener, proteger y desarrollar las ma-
nifestaciones pasadas, presentes y futuras 
de sus culturas, como lugares arqueológicos 
e históricos, objetos, diseños, ceremonias, 
tecnologías, artes visuales e interpretativas 
y literaturas.

2.	 Los Estados proporcionarán reparación por 
medio de mecanismos eficaces, que po-
drán incluir la restitución, establecidos con-
juntamente con los pueblos indígenas, res-
pecto de los bienes culturales, intelectuales, 
religiosos y espirituales de que hayan sido 
privados sin su consentimiento libre, previo e 
informado o en violación de sus leyes, tradi-
ciones y costumbres.

38COMPENDIO DE INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS



Artículo 12

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a 
manifestar, practicar, desarrollar y ense-
ñar sus tradiciones, costumbres y ceremo-
nias espirituales y religiosas; a mantener y 
proteger sus lugares religiosos y culturales 
y a acceder a ellos privadamente; a uti-
lizar y controlar sus objetos de culto, y a 
obtener la repatriación de sus restos hu-
manos.

2.	 Los Estados procurarán facilitar el acceso 
y/o la repatriación de objetos de culto y 
de restos humanos que posean mediante 
mecanismos justos, transparentes y efica-
ces establecidos conjuntamente con los 
pueblos indígenas interesados.

Artículo 13

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a re-
vitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las 
generaciones futuras sus historias, idiomas, 
tradiciones orales, filosofías, sistemas de es-
critura y literaturas, y a atribuir nombres a sus 
comunidades, lugares y personas, así como 
a mantenerlos.

2.	 Los Estados adoptarán medidas eficaces 
para asegurar la protección de ese dere-
cho y también para asegurar que los pue-
blos indígenas puedan entender y hacerse 
entender en las actuaciones políticas, jurídi-
cas y administrativas, proporcionando para 
ello, cuando sea necesario, servicios de in-
terpretación u otros medios adecuados.

Artículo 14

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a es-
tablecer y controlar sus sistemas e institucio-
nes docentes que impartan educación en 
sus propios idiomas, en consonancia con sus 
métodos culturales de enseñanza y apren-
dizaje.

2.	 Los indígenas, en particular los niños, tienen 
derecho a todos los niveles y formas de edu-
cación del Estado sin discriminación.

3.	 Los Estados adoptarán medidas eficaces, 
conjuntamente con los pueblos indígenas, 
para que las personas indígenas, en particu-
lar los niños, incluidos los que viven fuera de 
sus comunidades, tengan acceso, cuando 
sea posible, a la educación en su propia 
cultura y en su propio idioma.

Artículo 15

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a que 
la dignidad y diversidad de sus culturas, tra-
diciones, historias y aspiraciones queden de-
bidamente reflejadas en la educación y la 
información pública.

2.	 Los Estados adoptarán medidas eficaces, 
en consulta y cooperación con los pueblos 
indígenas interesados, para combatir los 
prejuicios y eliminar la discriminación y pro-
mover la tolerancia, la comprensión y las 
buenas relaciones entre los pueblos indíge-
nas y todos los demás sectores de la socie-
dad.

Artículo 16

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a es-
tablecer sus propios medios de información 
en sus propios idiomas y a acceder a todos 
los demás medios de información no indíge-
nas sin discriminación.

2.	 Los Estados adoptarán medidas eficaces 
para asegurar que los medios de informa-
ción públicos reflejen debidamente la di-
versidad cultural indígena. Los Estados, sin 
perjuicio de la obligación de asegurar ple-
namente la libertad de expresión, deberán 
alentar a los medios de información priva-
dos a reflejar debidamente la diversidad 
cultural indígena.

Artículo 17

1.	 Los individuos y los pueblos indígenas tienen 
derecho a disfrutar plenamente de todos los 
derechos establecidos en el derecho labo-
ral internacional y nacional aplicable.
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2.	 Los Estados, en consulta y cooperación con 
los pueblos indígenas, tomarán medidas es-
pecíficas para proteger a los niños indígenas 
contra la explotación económica y contra 
todo trabajo que pueda resultar peligroso 
o interferir en la educación de los niños, o 
que pueda ser perjudicial para la salud o el 
desarrollo físico, mental, espiritual, moral o 
social de los niños, teniendo en cuenta su 
especial vulnerabilidad y la importancia de 
la educación para empoderarlos.

3.	 Las personas indígenas tienen derecho a no 
ser sometidas a condiciones discriminatorias 
de trabajo y, entre otras cosas, de empleo 
o salario.

Artículo 18

Los pueblos indígenas tienen derecho a partici-
par en la adopción de decisiones en las cues-
tiones que afecten a sus derechos, por con-

ducto de representantes elegidos por ellos de 
conformidad con sus propios procedimientos, 
así como a mantener y desarrollar sus propias 
instituciones de adopción de decisiones.

Artículo 19

Los Estados celebrarán consultas y cooperarán 
de buena fe con los pueblos indígenas intere-
sados por medio de sus instituciones represen-

tativas antes de adoptar y aplicar medidas 
legislativas o administrativas que los afec-
ten, a fin de obtener su consentimiento libre, 

previo e informado.

Artículo 20

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a 
mantener y desarrollar sus sistemas o insti-
tuciones políticas, económicas y sociales, 
a disfrutar de forma segura de sus propios 
medios de subsistencia y desarrollo, y a de-
dicarse libremente a todas sus actividades 
económicas tradicionales y de otro tipo.

2.	 Los pueblos indígenas desposeídos de sus 
medios de subsistencia y desarrollo tienen 
derecho a una reparación justa y equitati-
va.

Artículo 21

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho, sin 
discriminación, al mejoramiento de sus con-
diciones económicas y sociales, entre otras 
esferas, en la educación, el empleo, la ca-
pacitación y el readiestramiento profesio-
nales, la vivienda, el saneamiento, la salud 
y la seguridad social.

2.	 Los Estados adoptarán medidas eficaces 
y, cuando proceda, medidas especiales 
para asegurar el mejoramiento continuo de 
sus condiciones económicas y sociales. Se 
prestará particular atención a los derechos 
y necesidades especiales de los ancianos, 
las mujeres, los jóvenes, los niños y las perso-
nas con discapacidad indígenas.
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Artículo 25

Los pueblos indígenas tienen derecho a mante-
ner y fortalecer su propia relación espiritual con 
las tierras, territorios, aguas, mares costeros y 
otros recursos que tradicionalmente han poseí-
do u ocupado y utilizado y a asumir las respon-
sabilidades que a ese respecto les incumben 
para con las generaciones venideras.

Artículo 26

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a las 
tierras, territorios y recursos que tradicional-
mente han poseído, ocupado o utilizado o 
adquirido.

2.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a po-
seer, utilizar, desarrollar y controlar las tierras, 
territorios y recursos que poseen en razón de 
la propiedad tradicional u otro tipo tradi-
cional de ocupación o utilización, así como 
aquellos que hayan adquirido de otra for-
ma.

3.	 Los Estados asegurarán el reconocimiento y 
protección jurídicos de esas tierras, territorios 
y recursos. Dicho reconocimiento respetará 
debidamente las costumbres, las tradicio-
nes y los sistemas de tenencia de la tierra de 
los pueblos indígenas de que se trate.

Artículo 27

Artículo 22

1.	 En la aplicación de la presente Declaración 
se prestará particular atención a los dere-
chos y necesidades especiales de los ancia-
nos, las mujeres, los jóvenes, los niños y las 
personas con discapacidad indígenas.

2.	 Los Estados adoptarán medidas, conjunta-
mente con los pueblos indígenas, para ase-
gurar que las mujeres y los niños indígenas 
gocen de protección y garantías plenas 
contra todas las formas de violencia y dis-
criminación.

Artículo 23

Los pueblos indígenas tienen derecho a de-
terminar y a elaborar prioridades y estrategias 
para el ejercicio de su derecho al desarrollo. 
En particular, los pueblos indígenas tienen de-
recho a participar activamente en la elabora-
ción y determinación de los programas de sa-
lud, vivienda y demás programas económicos 
y sociales que les conciernan y, en lo posible, 
a administrar esos programas mediante sus pro-
pias instituciones.

Artículo 24

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a sus 
propias medicinas tradicionales y a man-
tener sus prácticas de salud, incluida la 
conservación de sus plantas medicinales, 
animales y minerales de interés vital. Las per-
sonas indígenas también tienen derecho de 
acceso, sin discriminación alguna, a todos 
los servicios sociales y de salud.

2.	 Las personas indígenas tienen igual de-
recho a disfrutar del nivel más alto 
posible de salud física y mental. Los 
Estados tomarán las medidas que 
sean necesarias para lograr 
progresivamente que este 
derecho se haga plena-
mente efectivo.

DECLARACIÓN DE LA ONU  
SOBRE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

41



Los Estados establecerán y aplicarán, 
conjuntamente con los pueblos indígenas 
pertinentes, un proceso equitativo, inde-
pendiente, imparcial, abierto y transpa-
rente, en el que se reconozcan debida-
mente las leyes, tradiciones, costumbres 
y sistemas de tenencia de la tierra de los 
pueblos indígenas, para reconocer y ad-
judicar los derechos de los pueblos indíge-
nas en relación con sus tierras, territorios y 
recursos, comprendidos aquellos que tra-
dicionalmente han poseído u ocupado o 
utilizado. Los pueblos indígenas tendrán 
derecho a participar en este proceso.

Artículo 28

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a la 
reparación, por medios que pueden incluir 
la restitución o, cuando ello no sea posible, 
una indemnización justa y equitativa por las 
tierras, los territorios y los recursos que tradi-
cionalmente hayan poseído u ocupado o 
utilizado y que hayan sido confiscados, to-
mados, ocupados, utilizados o dañados sin 
su consentimiento libre, previo e informado.

2.	 Salvo que los pueblos interesados hayan 
convenido libremente en otra cosa, la in-
demnización consistirá en tierras, territorios y 
recursos de igual calidad, extensión y condi-
ción jurídica o en una indemnización mone-
taria u otra reparación adecuada.

Artículo 29

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a la 
conservación y protección del medio am-
biente y de la capacidad productiva de 
sus tierras o territorios y recursos. Los Estados 
deberán establecer y ejecutar programas 
de asistencia a los pueblos indígenas para 
asegurar esa conservación y protección, sin 
discriminación.

2.	 Los Estados adoptarán medidas eficaces 
para asegurar que no se almacenen ni eli-
minen materiales peligrosos en las tierras 
o territorios de los pueblos indígenas sin su 
consentimiento libre, previo e informado.

3.	 Los Estados también adoptarán medidas 
eficaces para asegurar, según sea necesa-
rio, que se apliquen debidamente progra-
mas de control, mantenimiento y restableci-
miento de la salud de los pueblos indígenas 
afectados por esos materiales, programas 
que serán elaborados y ejecutados por esos 
pueblos.

Artículo 30

1.	 No se desarrollarán actividades militares en 
las tierras o territorios de los pueblos indíge-
nas, a menos que lo justifique una razón de 
interés público pertinente o que se haya 
acordado libremente con los pueblos indí-
genas interesados, o que éstos lo hayan so-
licitado.

2.	 Los Estados celebrarán consultas eficaces 
con los pueblos indígenas interesados, por 
los procedimientos apropiados y en particu-
lar por medio de sus instituciones represen-
tativas, antes de utilizar sus tierras o territorios 
para actividades militares.

Artículo 31

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a 
mantener, controlar, proteger y desarro-
llar su patrimonio cultural, sus conocimien-
tos tradicionales, sus expresiones culturales 
tradicionales y las manifestaciones de sus 
ciencias, tecnologías y culturas, compren-
didos los recursos humanos y genéticos, las 
semillas, las medicinas, el conocimiento de 
las propiedades de la fauna y la flora, las 
tradiciones orales, las literaturas, los diseños, 
los deportes y juegos tradicionales, y las ar-
tes visuales e interpretativas. También tienen 
derecho a mantener, controlar, proteger y 
desarrollar su propiedad intelectual de di-
cho patrimonio cultural, sus conocimientos 
tradicionales y sus expresiones culturales tra-
dicionales.

2.	 Conjuntamente con los pueblos indígenas, 
los Estados adoptarán medidas eficaces 
para reconocer y proteger el ejercicio de 
estos derechos.
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Artículo 32

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a de-
terminar y elaborar las prioridades y estrate-
gias para el desarrollo o la utilización de sus 
tierras o territorios y otros recursos.

2.	 Los Estados celebrarán consultas y coope-
rarán de buena fe con los pueblos indíge-
nas interesados por conducto de sus propias 
instituciones representativas a fin de obtener 
su consentimiento libre e informado antes 
de aprobar cualquier proyecto que afecte 
a sus tierras o territorios y otros recursos, par-
ticularmente en relación con el desarrollo, la 
utilización o la explotación de recursos mi-
nerales, hídricos o de otro tipo.

3.	 Los Estados proveerán mecanismos efica-
ces para la reparación justa y equitativa por 
cualquiera de esas actividades, y se adop-
tarán medidas adecuadas para mitigar las 
consecuencias nocivas de orden ambien-
tal, económico, social, cultural o espiritual.

Artículo 33

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a de-
terminar su propia identidad o pertenencia 
conforme a sus costumbres y tradiciones. 
Ello no menoscaba el derecho de las per-
sonas indígenas a obtener la ciudadanía de 
los Estados en que viven.

2.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a de-
terminar las estructuras y a elegir la compo-
sición de sus instituciones de conformidad 
con sus propios procedimientos.

Artículo 34

Los pueblos indígenas tienen derecho a promo-
ver, desarrollar y mantener sus estructuras insti-
tucionales y sus propias costumbres, espirituali-
dad, tradiciones, procedimientos, prácticas y, 
cuando existan, costumbres o sistemas jurídicos, 
de conformidad con las normas internacionales 
de derechos humanos.

Artículo 35

Los pueblos indígenas tienen derecho a deter-
minar las responsabilidades de los individuos 
para con sus comunidades.

Artículo 36

1.	 Los pueblos indígenas, en particular los que 
están divididos por fronteras internaciona-
les, tienen derecho a mantener y desarrollar 
los contactos, las relaciones y la coopera-
ción, incluidas las actividades de carácter 
espiritual, cultural, político, económico y 
social, con sus propios miembros, así como 
con otros pueblos, a través de las fronteras.

2.	 Los Estados, en consulta y cooperación con 
los pueblos indígenas, adoptarán medidas 
eficaces para facilitar el ejercicio y asegurar 
la aplicación de este derecho.

Artículo 37

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho a que 
los tratados, acuerdos y otros arreglos cons-
tructivos concertados con los Estados o sus 
sucesores sean reconocidos, observados y 
aplicados y a que los Estados acaten y res-
peten esos tratados, acuerdos y otros arre-
glos constructivos.

2.	 Nada de lo contenido en la presente Decla-
ración se interpretará en el sentido de que 
menoscaba o suprime los derechos de los 
pueblos indígenas que figuren en tratados, 
acuerdos y otros arreglos constructivos.

Artículo 38

Los Estados, en consulta y cooperación con 
los pueblos indígenas, adoptarán las medidas 
apropiadas, incluidas medidas legislativas, para 
alcanzar los fines de la presente Declaración.
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Artículo 39

Los pueblos indígenas tienen derecho a recibir 
asistencia financiera y técnica de los Estados y 
por conducto de la cooperación internacional 
para el disfrute de los derechos enunciados en 
la presente Declaración.

Artículo 40

Los pueblos indígenas tienen derecho a proce-
dimientos equitativos y justos para el arreglo de 
conflictos y controversias con los Estados u otras 
partes, y a una pronta decisión sobre esas con-
troversias, así como a una reparación efectiva 
de toda lesión de sus derechos individuales y 
colectivos. En esas decisiones se tendrán debi-
damente en consideración las costumbres, las 
tradiciones, las normas y los sistemas jurídicos de 
los pueblos indígenas interesados y las normas 
internacionales de derechos humanos.

Artículo 41

Los órganos y organismos especializados del 
sistema de las Naciones Unidas y otras organi-
zaciones intergubernamentales contribuirán a 
la plena aplicación de las disposiciones de la 
presente Declaración mediante la movilización, 
entre otras cosas, de la cooperación financiera 
y la asistencia técnica. Se establecerán los me-
dios de asegurar la participación de los pueblos 
indígenas en relación con los asuntos que les 
conciernan.

Artículo 42

Las Naciones Unidas, sus órganos, incluido el 
Foro Permanente para las Cuestiones Indíge-
nas, y los organismos especializados, incluso a 
nivel local, así como los Estados, promoverán el 
respeto y la plena aplicación de las disposicio-
nes de la presente Declaración y velarán por su 
eficacia.

Artículo 43

Los derechos reconocidos en la presente De-
claración constituyen las normas mínimas para 
la supervivencia, la dignidad y el bienestar de 
los pueblos indígenas del mundo.

Artículo 44

Todos los derechos y las libertades reconocidos 
en la presente Declaración se garantizan por 
igual al hombre y a las mujeres indígenas.

Artículo 45

Nada de lo contenido en la presente Declara-
ción se interpretará en el sentido de que menos-
caba o suprime los derechos que los pueblos 
indígenas tienen en la actualidad o puedan 
adquirir en el futuro.

Artículo 46

1.	 Nada de lo contenido en la presente Decla-
ración se interpretará en el sentido de que 
confiere a un Estado, pueblo, grupo o per-
sona derecho alguno a participar en una 
actividad o realizar un acto contrarios a la 
Carta de las Naciones Unidas, ni se enten-
derá en el sentido de que autoriza o alienta 
acción alguna encaminada a quebrantar o 
menoscabar, total o parcialmente, la inte-
gridad territorial o la unidad política de Esta-
dos soberanos e independientes.

2.	 En el ejercicio de los derechos enunciados 
en la presente Declaración, se respetarán 
los derechos humanos y las libertades fun-
damentales de todos. El ejercicio de los 
derechos establecidos en la presente De-
claración estará sujeto exclusivamente a 
las limitaciones determinadas por la ley y 
con arreglo a las obligaciones internacio-
nales en materia de derechos humanos. 
Esas limitaciones no serán discriminatorias 
y serán sólo las estrictamente necesarias 
para garantizar el reconocimiento y respeto 
debidos a los derechos y las libertades de 
los demás y para satisfacer las justas y más 
apremiantes necesidades de una sociedad 
democrática.

3.	 Las disposiciones enunciadas en la presente 
Declaración se interpretarán con arreglo a 
los principios de la justicia, la democracia, el 
respeto de los derechos humanos, la igual-
dad, la no discriminación, la buena gober-
nanza y la buena fe.
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CONVENIO NÚMERO 169 DE LA OIT 
SOBRE PUEBLOS

INDÍGENAS Y TRIBALES
El convenio Número 169 de la OIT sobre los pueblos indígenas y tribales estipula que los pueblos 

indígenas no deben ser trasladados de las tierras o territorios que ocupan, cuando excepcionalmente 
el traslado y la reubicación de estos pueblos se consideren necesarios, sólo deberán efectuarse con su 

consentimiento, dado libremente y con pleno conocimiento de causa. 

Siempre que sea posible, estos pueblos deben tener el derecho de regresar a sus tierras tradicionales 
en cuanto dejen de existir las causas que motivaron su traslado y reubicación. Deberán preverse 

sanciones apropiadas contra toda intrusión no autorizada de sus tierras.

CALDH ha venido enriqueciendo su apuesta política en la búsqueda de la descolonización y la lucha 
contra el racismo, transverzalizando en todo su accionar tanto

 a nivel interno como externo.
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CONVENIO 
NÚMERO 169 
DE LA OIT 
SOBRE PUEBLOS 
INDÍGENAS Y 
TRIBALES

169 Convenio sobre pueblos 
indígenas y tribales, 1989 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales en 
países independientes 
(Nota: Fecha de entrada en vigor: 05.09.1991)  
Lugar: Ginebra  
Fecha de adopción: 27.06.1989  
Sesión de la Conferencia:76  
Sujeto: Pueblos indígenas y tribales  

La Conferencia General de la Organización In-
ternacional del Trabajo: 

Convocada en Ginebra por el Consejo de Ad-
ministración de la Oficina Internacional del Tra-
bajo, y congregada en dicha ciudad el 7 junio 
1989, en su septuagésima sexta reunión; 

Observando las normas internacionales enun-
ciadas en el Convenio y en la Recomendación 
sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957; 
Recordando los términos de la Declaración Uni-

versal de Derechos Humanos, del Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, y de los numerosos instrumen-
tos internacionales sobre la prevención de la 
discriminación; 

Considerando que la evolución del derecho 
internacional desde 1957 y los cambios sobre-
venidos en la situación de los pueblos indíge-
nas y tribales en todas las regiones del mundo 
hacen aconsejable adoptar nuevas normas in-
ternacionales en la materia, a fin de eliminar la 
orientación hacia la asimilación de las normas 
anteriores;

Reconociendo las aspiraciones de esos pueblos 
a asumir el control de sus propias instituciones 
y formas de vida y de su desarrollo económico 
y a mantener y fortalecer sus identidades, len-
guas y religiones, dentro del marco de los Esta-
dos en que viven; 

Observando que en muchas partes del mundo 
esos pueblos no pueden gozar de los derechos 
humanos fundamentales en el mismo grado 
que el resto de la población de los Estados en 
que viven y que sus leyes, valores, costumbres y 
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perspectivas han sufrido a menudo una erosión; 
Recordando la particular contribución de los 
pueblos indígenas y tribales a la diversidad 
cultural, a la armonía social y ecológica de la 
humanidad y a la cooperación y comprensión 
internacionales; 

Observando que las disposiciones que si-
guen han sido establecidas con la cola-
boración de las Naciones Unidas, de la 
Organización de las Naciones Unidas para 
la Agricultura y la Alimentación, de la Or-
ganización de las Naciones Unidas para 
la Educación, la Ciencia y la Cultura y de 
la Organización Mundial de la Salud, así 
como del Instituto Indigenista Interame-
ricano, a los niveles apropiados y en sus 
esferas respectivas, y que se tiene el pro-
pósito de continuar esa colaboración a fin 
de promover y asegurar la aplicación de 
estas disposiciones; 

Después de haber decidido adoptar diversas 
proposiciones sobre la revisión 

parcial del Convenio sobre 
poblaciones indígenas y tri-

buales, 1957 (núm. 107), 
cuestión que constituye 

el cuarto punto del or-
den del día de la reu-
nión, y 

Política General 
Artículo 1 

1.	 El presente Convenio se aplica: 

a)	 a los pueblos tribales en países inde-
pendientes, cuyas condiciones sociales, 
culturales y económicas les distingan de 
otros sectores de la colectividad nacio-
nal, y que estén regidos total o parcial-
mente por sus propias costumbres o tra-
diciones o por una legislación especial; 

b)	 a los pueblos en países independientes, 
considerados indígenas por el hecho de 
descender de poblaciones que habita-
ban en el país o en una región geográfi-
ca a la que pertenece el país en la épo-
ca de la conquista o la colonización o 
del establecimiento de las actuales fron-
teras estatales y que, cualquiera que 
sea su situación jurídica, conservan to-

das sus propias instituciones sociales, 
económicas, culturales y políticas, o 
parte de ellas. 

2.	La conciencia de su identidad 
indígena o tribal deberá consi-
derarse un criterio fundamental 
para determinar los grupos a los 
que se aplican las disposiciones 
del presente Convenio. 

PARTE I. 

Después de haber decidido que dichas proposi-
ciones revistan la forma de un convenio interna-
cional que revise el Convenio sobre poblacio-
nes indígenas y tribales, 1957, 

Adopta, con fecha veintisiete de junio de mil 
novecientos ochenta y nueve, el siguiente Con-
venio, que podrá ser citado como el Convenio 
sobre pueblos indígenas y tribales, 1989: 
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3.	 La utilización del término pueblos en este 
Convenio no deberá interpretarse en el sen-
tido de que tenga implicación alguna en lo 
que atañe a los derechos que pueda con-
ferirse a dicho término en el derecho inter-
nacional. 

Artículo 2 

1.	 Los gobiernos deberán asumir la responsabi-
lidad de desarrollar, con la participación de 
los pueblos interesados, una acción coordi-
nada y sistemática con miras a proteger los 
derechos de esos pueblos y a garantizar el 
respeto de su integridad. 

2.	 Esta acción deberá incluir medidas: 

a) 	 que aseguren a los miembros de dichos 
pueblos gozar, en pie de igualdad, de 
los derechos y oportunidades que la le-
gislación nacional otorga a los demás 
miembros de la población;

b)	 que promuevan la plena efectividad de 
los derechos sociales, económicos y cul-
turales de esos pueblos, respetando su 
identidad social y cultural, sus costum-
bres y tradiciones, y sus instituciones; 

c)	 que ayuden a los miembros de los pue-
blos interesados a eliminar las diferen-
cias socioeconómicas que puedan 
existir entre los miembros indígenas y los 
demás miembros de la comunidad na-
cional, de una manera compatible con 
sus aspiraciones y formas de vida.

Artículo 3 

1.	 Los pueblos indígenas y tribales deberán go-
zar plenamente de los derechos humanos 
y libertades fundamentales, sin obstáculos 
ni discriminación. Las disposiciones de este 
Convenio se aplicarán sin discriminación a 
los hombres y mujeres de esos pueblos. 

2.	 No deberá emplearse ninguna forma de 
fuerza o de coerción que viole los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de 
los pueblos interesados, incluidos los dere-
chos contenidos en el presente Convenio. 

Artículo 4 

1.	 Deberán adoptarse las medidas especiales 
que se precisen para salvaguardar las per-
sonas, las instituciones, los bienes, el trabajo, 
las culturas y el medio ambiente de los pue-
blos interesados. 

2.	 Tales medidas especiales no deberán ser 
contrarias a los deseos expresados libre-
mente por los pueblos interesados. 

3.	 El goce sin discriminación de los derechos 
generales de ciudadanía no deberá sufrir 
menoscabo alguno como consecuencia 
de tales medidas especiales.

Artículo 5 

1.	 Al aplicar las disposiciones del presente 
Convenio: 

a)	 deberán reconocerse y protegerse los 
valores y prácticas sociales, culturales, 
religiosos y espirituales propios de dichos 
pueblos y deberá tomarse debidamen-
te en consideración la índole de los pro-
blemas que se les plantean tanto colec-
tiva como individualmente; 

b)	 deberá respetarse la integridad de los 
valores, prácticas e instituciones de esos 
pueblos; 

c)	 deberán adoptarse, con la participa-
ción y cooperación de los pueblos inte-
resados, medidas encaminadas a alla-
nar las dificultades que experimenten 
dichos pueblos al afrontar nuevas con-
diciones de vida y de trabajo.
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Artículo 6 

1.	 Al aplicar las disposiciones del presente 
Convenio, los gobiernos deberán: 

a)	 consultar a los pueblos interesados, me-
diante procedimientos apropiados y en 
particular a través de sus instituciones re-
presentativas, cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamen-
te; 

b)	 establecer los medios a través de los 
cuales los pueblos interesados puedan 
participar libremente, por lo menos en 
la misma medida que otros sectores de 
la población, y a todos los niveles en la 
adopción de decisiones en instituciones 
electivas y organismos administrativos y 
de otra índole responsables de políticas 
y programas que les conciernan; 

b)	 establecer los medios para el pleno de-
sarrollo de las instituciones e iniciativas 
de esos pueblos, y en los casos apropia-
dos proporcionar los recursos necesarios 
para este fin. 

Las consultas llevadas a cabo en aplicación de 
este Convenio deberán efectuarse de buena fe 
y de una manera apropiada a las circunstan-
cias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o 
lograr el consentimiento acerca de las medidas 
propuestas. 

Artículo 7 

Los pueblos interesados deberán tener el 
derecho de decidir sus propias prioridades 
en lo que atañe al proceso de desarrollo, 
en la medida en que éste afecte a sus vi-
das, creencias, instituciones y bienestar es-
piritual y a las tierras que ocupan o utilizan 
de alguna manera, y de controlar, en la 
medida de lo posible, su propio desarrollo 
económico, social y cultural. Además, di-
chos pueblos deberán participar en la for-
mulación, aplicación y evaluación de los 
planes y programas de desarrollo nacional 
y regional susceptibles de afectarles direc-
tamente.

 
1.	 El mejoramiento de las condiciones de vida 

y de trabajo y del nivel de salud y educación 
de los pueblos interesados, con su participa-
ción y cooperación, deberá ser prioritario 
en los planes de desarrollo económico glo-
bal de las regiones donde habitan. Los pro-
yectos especiales de desarrollo para estas 
regiones deberán también elaborarse de 
modo que promuevan dicho mejoramiento. 

2.	 Los gobiernos deberán velar por que, siem-
pre que haya lugar, se efectúen estudios, en 
cooperación con los pueblos interesados, a 
fin de evaluar la incidencia social, espiritual 
y cultural y sobre el medio ambiente que las 
actividades de desarrollo previstas puedan 
tener sobre esos pueblos. Los resultados de 
estos estudios deberán ser considerados 
como criterios fundamentales para la ejecu-
ción de las actividades mencionadas. 

3.	 Los gobiernos deberán tomar medidas, en 
cooperación con los pueblos interesados, 
para proteger y preservar el medio ambien-
te de los territorios que habitan.

Artículo 8 

1.	 Al aplicar la legislación nacional a los pue-
blos interesados deberán tomarse debida-
mente en consideración sus costumbres o su 
derecho consuetudinario. 

2.	 Dichos pueblos deberán tener el derecho 
de conservar sus costumbres.

3.	 e instituciones propias, siempre que éstas no 
sean incompatibles con los derechos fun-
damentales definidos por el sistema jurídico 
nacional ni con los derechos humanos inter-
nacionalmente reconocidos. Siempre que 
sea necesario, deberán establecerse pro-
cedimientos para solucionar los conflictos 
que puedan surgir en la aplicación de este 
principio. 

4.	 La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este 
artículo no deberá impedir a los miembros 
de dichos pueblos ejercer los derechos re-
conocidos a todos los ciudadanos del país 
y asumir las obligaciones correspondientes. 
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Artículo 9 

1.	 En la medida en que ello sea compatible 
con el sistema jurídico nacional y con los 
derechos humanos internacionalmente re-
conocidos, deberán respetarse los métodos 
a los que los pueblos interesados recurren 
tradicionalmente para la represión de los 
delitos cometidos por sus miembros. 

2.	 Las autoridades y los tribunales llamados a 
pronunciarse sobre cuestiones penales de-
berán tener en cuenta las costumbres de 
dichos pueblos en la materia. 

Artículo 10 

1.	 Cuando se impongan sanciones penales 
previstas por la legislación general a miem-
bros de dichos pueblos deberán tenerse en 
cuenta sus características económicas, so-
ciales y culturales. 

2.	 Deberá darse la preferencia a tipos de san-
ción distintos del encarcelamiento. 

Artículo 11 

La ley deberá prohibir y sancionar la imposición 
a miembros de los pueblos interesados de servi-
cios personales obligatorios de cualquier índole, 
remunerados o no, excepto en los casos previs-
tos por la ley para todos los ciudadanos.

Artículo 12 

Los pueblos interesados deberán tener 
protección contra la violación de sus de-
rechos, y poder iniciar procedimientos 
legales, sea personalmente o bien por 
conducto de sus organismos representa-
tivos, para asegurar el respeto efectivo 
de tales derechos. Deberán tomarse me-
didas para garantizar que los miembros 
de dichos pueblos puedan comprender 
y hacerse comprender en procedimien-
tos legales, facilitándoles, si fuere nece-
sario, intérpretes u otros medios eficaces. 
Parte II. Tierras.

Artículo 13 

1.	 Al aplicar las disposiciones de esta parte del 
Convenio, los gobiernos deberán respetar la 
importancia especial que para las culturas 
y valores espirituales de los pueblos intere-
sados reviste su relación con las tierras o te-
rritorios, o con ambos, según los casos, que 
ocupan o utilizan de alguna otra manera, y 
en particular los aspectos colectivos de esa 
relación.

2.	 La utilización del término tierras en los artícu-
los 15 y 16 deberá incluir el concepto de te-
rritorios, lo que cubre la totalidad del hábitat 
de las regiones que los pueblos interesados 
ocupan o utilizan de alguna otra manera. 

Artículo 14 

1.	 Deberá reconocerse a los pueblos intere-
sados el derecho de propiedad y de pose-
sión sobre las tierras que tradicionalmente 
ocupan. Además, en los casos apropiados, 
deberán tomarse medidas para salvaguar-
dar el derecho de los pueblos interesados a 
utilizar tierras que no estén exclusivamente 
ocupadas por ellos, pero a las que hayan 
tenido tradicionalmente acceso para sus 
actividades tradicionales y de subsistencia. 
A este respecto, deberá prestarse particular 
atención a la situación de los pueblos nó-
madas y de los agricultores itinerantes. 

2.	 Los gobiernos deberán tomar las medidas 
que sean necesarias para determinar las 
tierras que los pueblos interesados ocupan 
tradicionalmente y garantizar la protección 
efectiva de sus derechos de propiedad y 
posesión. 

3.	 Deberán instituirse procedimientos adecua-
dos en el marco del sistema jurídico nacio-
nal para solucionar las reivindicaciones de 
tierras formuladas por los pueblos interesa-
dos. 

Artículo 15 

1.	 Los derechos de los pueblos interesados a 
los recursos naturales existentes en sus tierras 
deberán prote- gerse especialmente. Estos 
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derechos comprenden el derecho de esos 
pueblos a participar en la utilización, admi-
nistración y conservación de dichos recur-
sos. 

2.	 En caso de que pertenezca al Estado la pro-
piedad de los minerales o de los recursos 
del subsuelo, o tenga derechos sobre otros 
recursos existentes en las tierras, los gobier-
nos deberán establecer mantener procedi-
mientos con miras a consultar a los pueblos 
interesados, a fin de determinar si los intere-
ses de esos pueblos serían perjudicados, y 
en qué medida, antes de emprender o au-
torizar cualquier programa de prospección 
o explotación de los recursos existentes en 
sus tierras. Los pueblos interesados deberán 
participar siempre que sea posible en los 
beneficios que reporten tales actividades, 
y percibir una indemnización equitativa por 
cualquier daño que puedan sufrir como re-
sultado de esas actividades. 

Artículo 16 

1.	 A reserva de lo dispuesto en los párrafos si-
guientes de este artículo, los pueblos inte-
resados no deberán ser trasladados de las 
tierras que ocupan. 

2.	 Cuando excepcionalmente el traslado y la 
reubicación de esos pueblos se consideren 
necesarios, sólo deberán efectuarse con 
su consentimiento, dado libremente y con 
pleno conocimiento de causa. Cuando no 
pueda obtenerse su consentimiento, el tras-
lado y la reubicación sólo deberá tener lu-
gar al término de procedimientos adecua-
dos establecidos por la legislación nacional, 

incluidas encuestas públicas, cuando haya 
lugar, en que los pueblos interesados ten-
gan la posibilidad de estar efectivamente 
representados. 

3.	 Siempre que sea posible, estos pueblos de-
berán tener el derecho de regresar a sus tie-
rras tradicionales en cuanto dejen de existir 
las causas que motivaron su traslado y reu-
bicación. 

4.	 Cuando el retorno no sea posible, tal como 
se determine por acuerdo o, en ausencia 
de tales acuerdos, por medio de procedi-
mientos adecuados, dichos pueblos debe-
rán recibir, en todos los casos posibles, tierras 
cuya calidad y cuyo estatuto jurídico sean 
por lo menos iguales a los de las tierras que 
ocupaban anteriormente, y que les permi-
tan subvenir a sus necesidades y garantizar 
su desarrollo futuro. Cuando los pueblos inte-
resados prefieran recibir una indemnización 
en dinero en especie, deberá concedérse-
les dicha indemnización, con las garantías 
apropiadas. 

5.	 Deberá indemnizarse plenamente a las per-
sonas trasladadas y reubicadas por cual-
quier pérdida o daño que hayan sufrido 
como consecuencia de su desplazamiento. 
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Artículo 17 

1.	 Deberán respetarse las modalidades de 
transmisión de los derechos sobre la tierra 
entre los miembros de los pueblos interesa-
dos establecidas por dichos pueblos. 

2.	 Deberá consultarse a los pueblos interesa-
dos siempre que se considere

3.	 su capacidad de enajenar sus tierras o de 
transmitir de otra forma sus derechos sobre 
estas tierras fuera de su comunidad. 

4.	 Deberá impedirse que personas extrañas a 
esos pueblos puedan aprovecharse de las 
costumbres de esos pueblos o de su des-
conocimiento de las leyes por parte de sus 
miembros para arrogarse la propiedad, la 
posesión o el uso de las tierras pertenecien-
tes a ellos. 

Artículo 18 

La ley deberá prever sanciones apropiadas 
contra toda intrusión no autorizada en las tierras 
de los pueblos interesados o todo uso no autori-
zado de las mismas por personas ajenas a ellos, 
y los gobiernos deberán tomar medidas para 
impedir tales infracciones. 

Artículo 19 

Los programas agrarios nacionales deberán ga-
rantizar a los pueblos interesados condiciones 
equivalentes a las que disfruten otros sectores 
de la población, a los efectos de: 

a)  la asignación de tierras adicionales a 
dichos pueblos cuando las tierras de 
que dispongan sean insuficientes para 
garantizarles los elementos de una exis-
tencia normal o para hacer frente a su 
posible crecimiento numérico; 

b)  el otorgamiento de los medios necesa-
rios para el desarrollo de las tierras que 
dichos pueblos ya poseen. 

PARTE II
Contratación y Condiciones 

de Empleo
Artículo 20 

1.	 Los gobiernos deberán adoptar, en el mar-
co de su legislación nacional y en coopera-
ción con los pueblos interesados, medidas 
especiales para garantizar a los trabajado-
res pertenecientes a esos pueblos una pro-
tección eficaz en materia de contratación 
y condiciones de empleo, en la medida en 
que no estén protegidos eficazmente por la 
legislación aplicable a los trabajadores en 
general. 

2.	 Los gobiernos deberán hacer cuanto esté 
en su poder por evitar cualquier discrimina-
ción entre los trabajadores pertenecientes 
a los pueblos interesados y los demás traba-
jadores, especialmente en lo relativo a: 

a)  acceso al empleo, incluidos los empleos 
calificados y las medidas de promoción 
y de ascenso; 

b)  remuneración igual 
por trabajo de igual 
valor; 

c)  asistencia médica y 
social, seguridad 
e higiene en el 
trabajo, todas 
las presta-
ciones de 
segur idad 
social y de-
más presta-
ciones de-
rivadas del 
empleo, así 
como la vi-
vienda; 
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PARTE III

Formación Profesional, 
Artesanía e Industrias 

Rurales.
Artículo 21 

Los miembros de los pueblos interesados debe-
rán poder disponer de medios de formación 
profesional por lo menos iguales a los de los de-
más ciudadanos. 

Artículo 22 

1.	 Deberán tomarse medidas para promover 
la participación voluntaria de miembros de 
los pueblos interesados en programas de 
formación profesional de aplicación gene-
ral. 

2.	 Cuando los programas de formación pro-
fesional de aplicación general existentes 
no respondan a las necesidades especia-
les de los pueblos interesados, los gobiernos 
deberán asegurar, con la participación de 
dichos pueblos, que se pongan a su disposi-
ción programas y medios especiales de for-
mación. 

3.	 Estos programas especiales de formación 
deberán basarse en el entorno económico, 
las condiciones sociales y culturales y las ne-
cesidades concretas de los pueblos intere-
sados. Todo estudio a este respecto deberá 
realizarse en cooperación con esos pueblos, 
los cuales deberán ser consultados sobre la 
organización y el funcionamiento de tales 
programas. Cuando sea posible, esos pue-
blos deberán asumir progresivamente la res-
ponsabilidad de la organización y el funcio-
namiento de tales programas especiales de 
formación, si así lo deciden. 

d)	 derecho de asociación, derecho a de-
dicarse libremente a todas las activida-
des sindicales para fines lícitos, y dere-
cho a concluir convenios colectivos con 
empleadores o con organizaciones de 
empleadores.

3.	 Las medidas adoptadas deberán en parti-
cular garantizar que: 

a)  los trabajadores pertenecientes a los pue-
blos interesados, incluidos los trabajado-
res estacionales, eventuales y migrantes 
empleados en la agricultura o en otras 
actividades, así como los empleados 
por contratistas de mano de obra, go-
cen de la protección que confieren la 
legislación y la práctica nacionales a 
otros trabajadores de estas categorías 
en los mismos sectores, y sean plena-
mente informados de sus derechos con 
arreglo a la legislación laboral y de los 
recursos de que disponen; 

b)  los trabajadores pertenecientes a estos 
pueblos no estén sometidos a condicio-
nes de trabajo peligrosas para su salud, 
en particular como consecuencia de su 
exposición a plaguicidas o a otras sus-
tancias tóxicas; 

c)  los trabajadores pertenecientes a estos 
pueblos no estén sujetos a sistemas de 
contratación coercitivos, incluidas todas 
las formas de servidumbre por deudas; 

d)  los trabajadores pertenecientes a estos 
pueblos gocen de igualdad de oportu-
nidades y de trato para hombres y muje-
res en el empleo y de protección contra 
el hostigamiento sexual. 

e)  Deberá prestarse especial atención a 
la creación de servicios adecuados de 
inspección del trabajo en las regiones 
donde ejerzan actividades asalariadas 
trabajadores pertenecientes a los pue-
blos interesados, a fin de garantizar el 
cumplimiento de las disposiciones de 
esta parte del presente Convenio. 

54COMPENDIO DE INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS



PARTE IV. 
Seguridad Social y Salud

Artículo 24 

Los regímenes de seguridad social deberán ex-
tenderse progresivamente a los pueblos intere-
sados y aplicárseles sin discriminación alguna. 

Artículo 25 

1.	 Los gobiernos deberán velar por que se 
pongan a disposición de los pueblos intere-
sados servicios de salud adecuados o pro-
porcionar a dichos pueblos los medios que 
les permitan organizar y prestar tales servi-
cios bajo su propia responsabilidad y con-
trol, a fin de que puedan gozar del máximo 
nivel posible de salud física y mental. 

2.	 Los servicios de salud deberán organizarse, 
en la medida de lo posible, a nivel comu-
nitario. Estos servicios deberán planearse 
y administrarse en cooperación con los 
pueblos interesados y tener en cuenta sus 
condiciones económicas, geográficas, so-

Artículo 23 

1.	 La artesanía, las industrias rurales y comuni-
tarias y las actividades tradicionales y rela-
cionadas con la economía de subsistencia 
de los pueblos interesados, como la caza, 
la pesca, la caza con trampas y la recolec-
ción, deberán reconocerse como factores 
importantes del mantenimiento de su cultu-
ra y de su autosuficiencia y desarrollo eco-
nómicos. Con la participación de esos pue-
blos, y siempre que haya lugar, los gobiernos 
deberán velar por que se fortalezcan y fo-
menten dichas actividades. 

2.	 A petición de los pueblos interesados, de-
berá facilitárseles, cuando sea posible, una 
asistencia técnica y financiera apropiada 
que tenga en cuenta las técnicas tradicio-
nales y las características culturales de esos 
pueblos y la importancia de un desarrollo 
sostenido y equitativo.
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Educación y Medios 
de Comunicación

pueblos la responsabilidad de la realización 
de esos programas, cuando haya lugar. 

3.	 Además, los gobiernos deberán reconocer 
el derecho de esos pueblos a crear sus pro-
pias instituciones y medios de educación, 
siempre que tales instituciones satisfagan las 
normas mínimas establecidas por la autori-
dad competente en consulta con esos pue-
blos. Deberán facilitárseles recursos apro-
piados con tal fin.

Artículo 28 

1.	 Siempre que sea viable, deberá enseñarse 
a los niños de los pueblos interesados a leer 
y a escribir en su propia lengua indígena o 
en la lengua que más comúnmente se ha-
ble en el grupo a que pertenezcan. Cuando 
ello no sea viable, las autoridades compe-
tentes deberán celebrar consultas con esos 
pueblos con miras a la adopción de medi-
das que permitan alcanzar este objetivo. 

2.	 Deberán tomarse medidas adecuadas 
para asegurar que esos pueblos tengan la 
oportunidad de llegar a dominar la lengua 
nacional o una de las lenguas oficiales del 
país. 

3.	 Deberán adoptarse disposiciones para pre-
servar las lenguas indígenas de los pueblos 
interesados y promover el desarrollo y la 
práctica de las mismas. 

ciales y culturales, así como sus métodos de 
prevención, prácticas curativas y medica-
mentos tradicionales. 

3.	 El sistema de asistencia sanitaria deberá 
dar la preferencia a la formación y al em-
pleo de personal sanitario de la comunidad 
local y centrarse en los cuidados primarios 
de salud, manteniendo al mismo tiempo 
estrechos vínculos con los demás niveles de 
asistencia sanitaria. 

4.	 La prestación de tales servicios de salud de-
berá coordinarse con las demás medidas 
sociales, económicas y culturales que se 
tomen en el país. 

PARTE V

Artículo 26 

Deberán adoptarse medidas para garantizar a 
los miembros de los pueblos interesados la po-
sibilidad de adquirir una educación a todos los 
niveles, por lo menos en pie de igualdad con el 
resto de la comunidad nacional. 

Artículo 27 

1.	 Los programas y los servicios de educación 
destinados a los pueblos interesados debe-
rán desarrollarse y aplicarse en coopera-
ción con éstos a fin de responder a sus ne-
cesidades particulares, y deberán abarcar 
su historia, sus conocimientos y técnicas, sus 
sistemas de valores y todas sus demás aspi-
raciones sociales, económicas y culturales. 

2.	 La autoridad competente deberá asegurar 
la formación de miembros de estos pueblos 
y su participación en la formulación y eje-
cución de programas de educación, con 
miras a transferir progresivamente a dichos 
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Artículo 29 

Un objetivo de la educación de los ni-
ños de los pueblos interesados deberá 
ser impartirles conocimientos generales 
y aptitudes que les ayuden a participar 
plenamente y en pie de igualdad en la 
vida de su propia comunidad y en la 
de la comunidad nacional. 

Artículo 30 

1.	 Los gobiernos deberán adoptar 
medidas acordes a las tradiciones 
y culturas de los pueblos interesa-
dos, a fin de darles a conocer sus 
derechos y obligaciones, espe-
cialmente en lo que atañe al 
trabajo, a las posibilidades 
económicas, a las cues-
tiones de educación y 
salud, a los servicios so-
ciales y a los derechos 
dimanantes del presente 
Convenio.

2.	 A tal fin, deberá recurrirse, 
si fuere necesario, a traduc-
ciones escritas y a la utiliza-
ción de los medios de comuni-
cación de masas en las lenguas 
de dichos pueblos. 

Artículo 31 

Deberán adoptarse medidas de ca-
rácter educativo en todos los sectores 
de la comunidad nacional, y especial-
mente en los que estén en contacto 
más directo con los pueblos interesa-
dos, con objeto de eliminar los prejui-
cios que pudieran tener con respecto a 
esos pueblos. A tal fin, deberán hacer-
se esfuerzos por asegurar que los libros 
de historia y demás material didáctico 
ofrezcan una descripción equitativa, 
exacta e instructiva de las sociedades 
y culturas de los pueblos interesados. 

PARTE VI

Artículo 32 

Los gobiernos deberán tomar medidas apropiadas, 
incluso por medio de acuerdos internacionales, 
para facilitar los contactos y la cooperación entre 
pueblos indígenas y tribales a través de las fronteras, 
incluidas las actividades en las esferas económica, 
social, cultural, espiritual y del medio ambiente. 

Contactos y Cooperación a Través 
de las Fronteras

PARTE VII

Administración
1.	 La autoridad gubernamental responsable de las 

cuestiones que abarca el presente Convenio 
deberá asegurarse de que existen instituciones u 
otros mecanismos apropiados para administrar 
los programas que afecten a los pueblos intere-
sados, y de que tales instituciones o mecanismos 
disponen de los medios necesarios para el cabal 
desempeño de sus funciones. 
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Disposiciones Finales

Disposiciones Generales
Artículo 34 

La naturaleza y el alcance de las medidas que 
se adopten para dar efecto al presente Con-
venio deberán determinarse con flexibilidad, 
teniendo en cuenta las condiciones propias de 
cada país. 

Artículo 35 

La aplicación de las disposiciones del presen-
te Convenio no deberá menoscabar los dere-
chos y las ventajas garantizados a los pueblos 
interesados en virtud de otros convenios y reco-
mendaciones, instrumentos internacionales, tra-
tados, o leyes, laudos, costumbres o acuerdos 
nacionales. 

Artículo 36 

Este Convenio revisa el Convenio sobre pobla-
ciones indígenas y tribales, 1957. 

Artículo 37 

Las ratificaciones formales del presente Conve-
nio serán comunicadas, para su registro, al Di-
rector General de la Oficina Internacional del 
Trabajo. 

Artículo 38 

1.	 Este Convenio obligará únicamente a aque-
llos Miembros de la Organización Internacio-
nal del Trabajo cuyas ratificaciones haya re-
gistrado el Director General. 

2.	 Entrará en vigor doce meses después de 
la fecha en que las ratificaciones de dos 
Miembros hayan sido registradas por el Di-
rector General. 

3.	 Desde dicho momento, este Convenio en-
trará en vigor, para cada Miembro, doce 
meses después de la fecha en que haya 
sido registrada su ratificación.

2.	 Tales programas deberán incluir: 

a)	 la planificación, coordinación, ejecu-
ción y evaluación, en cooperación con 
los pueblos interesados, de las medidas 
previstas en el presente Convenio; 

b)	 la proposición de medidas legislativas y 
de otra índole a las autoridades com-
petentes y el control de la aplicación 
de las medidas adoptadas en coopera-
ción con los pueblos interesados. 

PARTE VIII

PARTE IX
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Artículo 39 
1.	 Todo Miembro que haya ratificado este 

Convenio podrá denunciarlo a la expiración 
de un período de diez años, a partir de la fe-
cha en que se haya puesto inicialmente en 
vigor, mediante un acta comunicada, para 
su registro, al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo. La denuncia no 
surtirá efecto hasta un año después de la 
fecha en que se haya registrado. 

2.	 Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio y que, en el plazo de un año des-
pués de la expiración del período de diez 
años mencionado en el párrafo preceden-
te, no haga uso del derecho de denuncia 
previsto en este artículo quedará obligado 
durante un nuevo período de diez años, y 
en lo sucesivo podrá denunciar este Conve-
nio a la expiración de cada período de diez 
años, en las condiciones previstas en este 
artículo.

Artículo 40 

1.	 El Director General de la Oficina Internacio-
nal del Trabajo notificará a todos los Miem-
bros de la Organización Internacional del 
Trabajo el registro de cuantas ratificaciones, 
declaraciones y denuncias le comuniquen 
los Miembros de la Organización. 

2.	 Al notificar a los Miembros de la Organiza-
ción el registro de la segunda ratificación 
que le haya sido comunicada, el Director 
General llamará la atención de los Miem-
bros de la Organización sobre la fecha en 
que entrará en vigor el presente Convenio. 

Artículo 41 

El Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo comunicará al Secretario General 
de las Naciones Unidas, a los efectos del regis-
tro y de conformidad con el artículo 102 de la 
Carta de las Naciones Unidas, una información 
completa sobre todas las ratificaciones, decla-
raciones y actas de denuncia que haya regis-
trado de acuerdo con los artículos precedentes. 

Artículo 42 

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo 
de Administración de la Oficina Internacional 
del Trabajo presentará a la Conferencia una 
memoria sobre la aplicación del Convenio, y 
considerará la conveniencia de incluir en el or-
den del día de la Conferencia la cuestión de su 
revisión total o parcial. 

Artículo 43 

1.	 En caso de que la Conferencia adopte un 
nuevo convenio que implique una revisión 
total o parcial del presente, y a menos que 
el nuevo convenio contenga disposiciones 
en contrario: 

a)	 la ratificación, por un Miembro, del nue-
vo convenio revisor implicará, ipso jure, 
la denuncia inmediata de este Conve-
nio, no obstante las disposiciones con-
tenidas en el artículo 39, siempre que el 
nuevo convenio revisor haya entrado en 
vigor; 

b)	 a partir de la fecha en que entre en vi-
gor el nuevo convenio revisor, el presen-
te Convenio cesará de estar abierto a la 
ratificación por los Miembros. 

2.	 Este Convenio continuará en vigor en todo 
caso, en su forma y contenido actuales, 
para los Miembros que lo hayan ratificado y 
no ratifiquen el convenio revisor.

Artículo 44 

Las versiones inglesa y francesa del texto de 
este Convenio son igualmente auténticas.
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RESOLUCIÓN SOBRE LA ACCIÓN DE LA OIT 
CONCERNIENTE A LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

Y TRIBALES

La Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo:
Habiendo adoptado el Convenio revisado so-
bre Pueblos Indígenas  y Tribales, 1989, y, 
Decidida a mejor de la situación y condición de 
estos pueblos a la luz de los habidos desde la 
adopción del Convenio sobre Poblaciones Indí-
genas y Tribales (núm. 107), y
Convencida de la contribución esencial que 
los pueblos indígenas y tribales de las distintas 
regiones del mundo hacen a las sociedades 
nacionales, reafirmando así la identidad socio-
cultural de éstas, y motivada por su firme deseo 
de apoyar la ejecución y promoción de las dis-
posiciones del Convenio revisado (Núm. 169); 
Acción a Nivel Nacional

1.	 Invita a los Estados Miembros a que consi-
deren la ratificación del Convenio revisado 
a la mayor brevedad posible, a cumplir con 
las obligaciones establecidas en el Conve-
nio y a ejecutar sus disposiciones de la ma-
nera más efectiva;

2.	 Invita a los gobiernos a cooperar a este 
efecto con las organizaciones e institucio-
nes nacionales y regionales de los pueblos 
interesados;

3.	 Invita a los gobiernos, las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores a iniciar un 
diálogo con las organizaciones e institucio-
nes de los pueblos interesados respecto de 
los medios más adecuados para asegurar la 
ejecución del Convenio, y para establecer 
mecanismos de consulta apropiados que 
permitan a los pueblos indígenas y tribales 
expresar sus puntos de vista sobre los distin-
tos aspectos del Convenio;

4.	 Invita a los gobiernos, las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores a promover 
programas educativos, en colaboración 
con las organizaciones e instituciones de los 
pueblos interesados, a fin de dar a cono-
cer el Convenio en todos los sectores de la 
sociedad nacional, incluyendo programas 
que consistirían, por ejemplo, en:

a)preparación de materiales sobre conteni-
dos y objetivos del Convenio;

b)	 información, a intervalos regulares, so-
bre las medidas adoptadas para la apli-
cación del Convenio;
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c)	 organización de seminarios concebidos 
para promover una mejor comprensión, 
la ratificación y la ejecución de las nor-
mas contenidas en el Convenio;

Acción a nivel Internacional

5.	 Urge a las organizaciones internacionales 
mencionadas en el preámbulo del Con-
venio y a otras existentes, dentro de los re-
cursos presupuestarios con que se cuenta, 
a colaborar en el desarrollo de actividades 
para el logro de los objetivos del Convenio 
en sus respectivos ámbitos de competencia 
y a la OIT a que facilite la coordinación de 
tales esfuerzos.

Acción a nivel de la OIT

6.	 Urge al Consejo de Administración de la Ofi-
cina Internacional del Trabajo para que dé 
mandato al Director General a fin de que 
lleve a cabo las siguientes acciones, dentro 
de los recursos presupuestarios existentes, y 
para que proponga que se acuerden más 
recursos en los presupuestos futuros para ta-
les fines;

a)	 promoción de la ratificación del Conve-
nio y seguimiento de su aplicación;

b)	 ayuda a los gobiernos para el desarro-
llo de medidas efectivas en la ejecución 
del Convenio con la plena participación 
de los pueblos indígenas y tribales.

c)	 puesta a disposición de las organizacio-
nes de los pueblos interesados, de infor-
mación sobre el alcance y contenido 
de este Convenio, así como de otros 
convenios que puedan tener relación 
directa con ellos, y a que posibilite el in-
tercambio de experiencias y el conoci-
miento  entre ellos;

d)	 refuerzo del diálogo entre los gobiernos, 
las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores respecto de los objetivos y 
contenidos del Convenio, con la partici-

pación activa de las organizaciones e 
instituciones de los pueblos interesados;

e)	 preparación de un estudio general, en 
su momento, de conformidad con el 
artículo 19 de la Constitución de la OIT, 
sobre las medidas adoptadas por los Es-
tados Miembros para la aplicación del 
Convenio revisado; 

f)	 producción, análisis y publicación de in-
formación cuantitativa y cualitativa, sig-
nificativa, comparables y puesta al día 
sobre las condiciones sociales y econó-
micas de los pueblos interesados;

g)	 desarrollo de programas y proyectos de 
cooperación técnica que beneficien 
directamente a los pueblos interesados, 
en relación con la pobreza extrema y 
el desempleo que les afecta. Estas ac-
tividades deberían incluir esquemas de 
generación de ingresos y de empleo, 
desarrollo rural, formación profesional, 
promoción de la artesanía y la industria 
rural, programas de trabajos públicos y 
tecnología apropiada. Estos programas 
deberían ser financiados con cargo al 
presupuesto regular dentro de las limi-
taciones presupuestales existentes, por 
recursos multibilaterales y por otros re-
cursos.

(Resolución adoptada en 27 de junio de 1989, 
por la Conferencia General de la 
Organización Internacional del Trabajo 76ª Re-
unión) Ratificación del C169 - Convenio sobre 
pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169)
(Pueblos Indígenas y Tribales en Países Indepen-
dientes.
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